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			Tema 1

			La Constitución española de 1978: valores superiores y principios inspiradores; derechos y deberes fundamentales; el Derecho a la protección de la salud
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1.	La Constitución española de 1978: valores superiores y principios inspiradores

					
1.1.Estructura

					
1.2.Valores superiores y principios inspiradores Valores superiores y principios inspiradores Valores superiores y principios inspiradores Valores superiores y principios inspiradores

					
2.	Derechos y deberes fundamentales

					
3.	El derecho a la protección de la salud

			

			 

			1. La Constitución española de 1978: valores superiores y principios inspiradores

			1.1. Estructura

			La Constitución española de 1978, consta de 169 artículos. Su estructura esquemática es la siguiente:

			
					
–	Preámbulo (sin fuerza jurídica).

					
–	Título Preliminar.

					
–	10 Títulos.

					
–	4 Disposiciones Adicionales.

					
–	9 Disposiciones Transitorias.

					
–	1 Disposición Derogatoria.

					
–	1 Disposición Final.

			

			La doctrina jurídica, establece los siguientes bloques:

			
					
–	Preámbulo.

					
–	Parte Dogmática: incluye el Título Preliminar, el Título Primero y la declaración de los valores primarios del Estado y de los derechos y libertades.

					
–	Parte Orgánica: abarca los Títulos del II al IX, dedicándolos a la organización de los poderes del Estado y la parte reformista del Título X, aunque hemos de advertir, que una parte de la doctrina considera que esta última forma parte independiente de las demás

			

			El contenido y estructura de cada uno de ellos, es el siguiente:

			
					
–	Preámbulo: es la única parte de la Constitución que no tiene fuerza jurídica. Recoge los motivos que impulsan la norma constitucional y los objetivos que con ella se pretenden alcanzar. Tiene, por tanto, valor declarativo pero no preceptivo.

					
–	Parte Dogmática:

					
▷	Título Preliminar (artículos 1 a 9).

					
▷	Título I. De los derechos y deberes fundamentales (artículo 10).

					
•	Capítulo Primero. De los españoles y los extranjeros (artículos 11 a 13).

					
•	Capítulo Segundo. Derechos y libertades (artículo 14).

					
*	Sección 1ª. De los derechos fundamentales y de las libertades públicas (artículos 15 a 29).

					
*	Sección 2ª. De los derechos y deberes de los ciudadanos (artículos 30 a 38).

					
•	Capítulo Tercero. De los principios rectores de la política social y económica (artículos 39 a 52).

					
•	Capítulo Cuarto. De las garantías de las libertades y derechos fundamentales (artículos 53 a 54).

					
•	Capítulo Quinto. De la suspensión de los derechos y libertades (artículo 55).

					
–	Parte Orgánica:

					
▷	Título II. De la Corona (artículos 56 a 65).

					
▷	Título III. De las Cortes Generales:

					
•	Capítulo Primero. De las Cámaras (artículos 66 a 80).

					
•	Capítulo Segundo. De la elaboración de las leyes (artículos 81 a 92).


					
•	Capítulo Tercero. De los Tratados Internacionales (artículos 93 a 96).


					
▷	Título IV. Del Gobierno y de la Administración (artículos 97 a 107).

					
▷	Título V. De las relaciones entre el Gobierno y las Cortes Generales (artículos 108 a 116).

					
▷	Título VI. Del Poder Judicial (artículos 117 a 127).

					
▷	Título VII. Economía y Hacienda (artículos 128 a 136).

					
▷	Título VIII. De la Organización Territorial del Estado:

					
•	Capítulo Primero. Principios generales (artículos 137 a 139).

					
•	Capítulo Segundo. De la Administración Local (artículos 140 a 142).


					
•	Capítulo Tercero. De las Comunidades Autónomas (artículos 143 a 158).

					
▷	Título IX. Del Tribunal Constitucional (artículos 159 a 165).

					
▷	Título X. De la reforma constitucional (artículos 166 a 169).

					
–	4 Disposiciones Adicionales y 9 Disposiciones Transitorias: entre otras materias cabe destacar la regulación del acceso a la autonomía de Navarra, Ceuta y Melilla hablan de los Derechos Históricos forales etc.

					
–	1 Disposición Derogatoria: Esta disposición deja sin vigor la ley para la Reforma Política de 4 de enero de 1977, otras leyes que se oponen a la Constitución.

					
–	1 Disposición Final: que establece la entrada en vigor de la Constitución el mismo día de la publicación del texto en el BOE. Publicándose en todas las lenguas de España.

			

			Modificaciones

			La Constitución Española ha sufrido, a día de hoy, dos modificaciones que pasamos a señalar:

			
					
–	Del artículo 13.2: el 28 de agosto de 1992, en la que se produjo la reforma con la finalidad de adaptar el derecho de sufragio de los extranjeros en las elecciones municipales al contenido del Tratado de la Unión Europea suscrito el 7 de febrero de 1992. Consistió en añadir el inciso “y pasivo” en el artículo.

					
–	Del artículo 135: reforma de 27 de septiembre de 2011, consistió en sustituir íntegramente el artículo 135, estableciendo en el texto el concepto de “estabilidad presupuestaria”.

			

			1.2. Valores superiores y principios inspiradores 

			El Título Preliminar recoge una serie de valores y principios que serán respetados y desarrollados en los demás títulos de la Constitución, por ello vamos a exponer lo que dicen tal cual, los artículos, empezando por lo que nos señala el preámbulo.

			Constitución española

			Don Juan Carlos I, Rey de España, a todos los que la presente vieren y entendieren, sabed: Que las Cortes han aprobado y el pueblo español ratificado la siguiente Constitución:

			Preámbulo

			La Nación española, deseando establecer la justicia, la libertad y la seguridad y promover el bien de cuantos la integran, en uso de su soberanía, proclama su voluntad de:

			
					
–	Garantizar la convivencia democrática dentro de la Constitución y de las leyes conforme a un orden económico y social justo.

					
–	Consolidar un Estado de Derecho que asegure el imperio de la ley como expresión de la voluntad popular.

					
–	Proteger a todos los españoles y pueblos de España en el ejercicio de los derechos humanos, sus culturas y tradiciones, lenguas e instituciones.

					
–	Promover el progreso de la cultura y de la economía para asegurar a todos una digna calidad de vida.

					
–	Establecer una sociedad democrática avanzada, y

					
–	Colaborar en el fortalecimiento de unas relaciones pacíficas y de eficaz cooperación entre todos los pueblos de la Tierra.

			

			En consecuencia, las Cortes aprueban y el pueblo español ratifica la siguiente

			Constitución

			Título Preliminar

			Artículo 1

			1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico 

			
					
–	la libertad, 


					
–	la justicia, 


					
–	la igualdad 


					
–	y el pluralismo político.


			

			2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.

			3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.

			Artículo 2

			La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas.

			Artículo 3

			1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el derecho a usarla.

			2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de acuerdo con sus Estatutos.

			3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de especial respeto y protección.

			Artículo 4

			1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de doble anchura que cada una de las rojas.

			2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.

			Artículo 5

			La capital del Estado es la Villa de Madrid.

			Artículo 6

			Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

			Artículo 7

			Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

			Artículo 8

			1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el ordenamiento constitucional.

			2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente Constitución.

			Artículo 9

			1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.

			2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social.

			3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

			2. Derechos y deberes fundamentales

			El Título I, (denominado “De los Derechos y Deberes Fundamentales”) de la Constitución española de 1978 comprende los artículos del 10 al 55, ambos incluidos. 

			Título I De los derechos y deberes fundamentales

			Artículo 10

			1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social.

			2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

			Capítulo Primero De los españoles y los extranjeros

			Artículo 11

			1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley.

			2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.

			3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos que hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su nacionalidad de origen.

			Artículo 12

			Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.

			Artículo 13

			1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los términos que establezcan los tratados y la ley.

			2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que, atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales.

			3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos de terrorismo.

			4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del derecho de asilo en España.

			Capítulo Segundo Derechos y libertades

			Artículo 14

			Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

			Sección 1ª.De los derechos fundamentales y de las libertades públicas

			Artículo 15

			Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.

			Artículo 16

			1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la ley.

			2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.

			3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las demás confesiones.

			Artículo 17

			1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.

			2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.

			3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.

			4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración de la prisión provisional.

			Artículo 18

			1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen. 

			2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.

			3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo resolución judicial.

			4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.

			Artículo 19

			Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional.

			Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley establezca. Este derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos.

			Artículo 20

			1. Se reconocen y protegen los derechos:

			
					
a)	A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción.

					
b)	A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.

					
c)	A la libertad de cátedra.

					
d)	A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.

			

			2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa.

			3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España.

			4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la protección de la juventud y de la infancia.

			5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de resolución judicial.

			Artículo 21

			1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará autorización previa.

			2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación previa a la autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con peligro para personas o bienes.

			Artículo 22

			1. Se reconoce el derecho de asociación.

			2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.

			3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos efectos de publicidad.

			4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial motivada.

			5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.

			Artículo 23

			1. Los ciudadanos tiene el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.

			2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los requisitos que señalen las leyes.

			Artículo 24

			1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.

			2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia.

			La ley regulará los casos en que, por razón de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos.

			Artículo 25

			1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.

			2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria. En todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.

			3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación de libertad.

			Artículo 26

			Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones profesionales.

			Artículo 27

			1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.

			2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.

			3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.

			4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.

			5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes.

			6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto a los principios constitucionales.

			7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca.

			8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento de las leyes.

			9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca.

			10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca.

			Artículo 28

			1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar confederaciones y a formar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá ser obligado a afiliarse a un sindicato.

			2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad.

			Artículo 29

			1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los efectos que determine la ley.

			2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica.

			Sección 2ªDe los derechos y deberes de los ciudadanos

			Artículo 30

			1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España.

			2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas garantías, la objeción de conciencia, así como las demás causas de exención del servicio militar obligatorio, pudiendo imponer, en su caso, una prestación social sustitutoria.

			3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general.

			4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave riesgo, catástrofe o calamidad pública.

			Artículo 31

			1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio.

			2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución responderán a los criterios de eficiencia y economía.

			3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley.

			Artículo 32

			1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica.

			2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los derechos y deberes de los cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos.

			Artículo 33

			1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia.

			2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes.

			3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes.

			Artículo 34

			1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la ley.

			2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 22.

			Artículo 35

			1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y las de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo.

			2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores.

			Artículo 36

			La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios Profesionales y el ejercicio de las profesiones tituladas. La estructura interna y el funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos.

			Artículo 37

			La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores y empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios.

			2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo. La ley que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones que puedan establecer, incluirá las garantías precisas para asegurar el funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad.

			Artículo 38

			Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes públicos garantizan y protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economía general y, en su caso, de la planificación.

			Capítulo Tercero De los principios rectores de la política social y económica

			Artículo 39

			1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia.

			2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales éstos ante la ley con independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su estado civil. La ley posibilitará la investigación de la paternidad.

			3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio, durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda.

			4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus derechos.

			Artículo 40

			1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y económico y para una distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el marco de una política de estabilidad económica. De manera especial realizarán una política orientada al pleno empleo.

			2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y readaptación profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario, mediante la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados.

			Artículo 41

			Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en caso de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres.

			Artículo 42

			El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de los trabajadores españoles en el extranjero y orientará su política hacia su retorno.

			Artículo 43

			1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud.

			2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto.

			3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte.

			Asimismo facilitarán la adecuada utilización del ocio.

			Artículo 44

			1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen derecho.

			2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en beneficio del interés general.

			Artículo 45

			1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo.

			2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva.

			3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se establecerán sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado.

			Artículo 46

			Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio histórico, cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los atentados contra este patrimonio.

			Artículo 47

			Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación. La comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.

			Artículo 48

			Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la juventud en el desarrollo político, social, económico y cultural.

			Artículo 49

			Los poderes públicos realizarán una política de previsión, tratamiento, rehabilitación e integración de los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a los que prestarán la atención especializada que requieran y los ampararán especialmente para el disfrute de los derechos que este Título otorga a todos los ciudadanos.

			Artículo 50

			Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. 

			Asimismo, y con independencia de las obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un sistema de servicios sociales que atenderán sus problemas específicos de salud, vivienda, cultura y ocio.

			Artículo 51

			1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos.

			2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios, fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos que la ley establezca.

			3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio interior y el régimen de autorización de productos comerciales.

			Artículo 52

			La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los intereses económicos que les sean propios. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

			Su garantía y suspensión

			Garantía

			La garantía de las libertades y derechos fundamentales recogen en el Capítulo IV del Título I, artículos 53 y 54 de la Constitución española de 1978.

			El artículo 53, establece un triple sistema de protección, que analizamos a continuación.

			Capítulo Cuarto De las garantías de las libertades y derechos fundamentales

			Artículo 53

			1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo (artículos 14 a 38) del presente Título vinculan a todos los poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161, 1, a) (Es decir, a través del RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD). 

			2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo (artículos 15 a 29) ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad (Recogido en los artículo 114 a 122 de la Ley 29/1998 de 13 de julio Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa) y, en su caso, a través del RECURSO DE AMPARO ante el Tribunal Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30.

			3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero (artículos 39 a 52) informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.

			Además el artículo 54 dispone sobre Defensor del Pueblo que.

			Una ley orgánica, la LO 3/ 1981 de 6 de abril, regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales.

			Suspensión de los derechos y libertades

			El Capítulo Quinto del título I es el que nos habla de la suspensión de los derechos y libertades así el artículo 55.1 de la Constitución en relación con el artículo 116 de la misma, señala que en los estados de excepción y de sitio podrán suspenderse derechos y libertades de la siguiente forma:

			
					
1.	Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, apartados 1, a) y d), y 5, artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la declaración del estado de excepción o de sitio en los términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción.


					
2.	Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y con la necesaria intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17, apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación con las investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas.

			

			La utilización injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica producirá responsabilidad penal, como violación de los derechos y libertades reconocidos por las leyes.

			Normas

			
					
–	No disolución del Congreso (sí del Senado).

					
–	Cámaras automáticamente convocadas si no estuviesen en periodo de sesiones.

					
–	Las competencias del Congreso serán asumidas por la Comisión Permanente si está disuelto o expirado su mandato. 

					
–	No modifican el principio de responsabilidad del Gobierno y sus agentes.

			

			Clases

			Suspensión General. art. 116: Estado de Alarma

			LO 4/81 de 1 de junio:

			
					
–	Estado de Alarma.

					
–	Estado de Excepción.

					
–	Estado de Sitio.

			

			Se procede a la declaración de uno de estos estados cuando circunstancias extraordinarias hagan imposible el mantenimiento de la normalidad mediante poderes ordinarios de las Autoridades competentes.

			Supuestos 

			
					
–	Estado de Alarma: Terrorismo, incendios graves…

					
–	Estado de Excepción: Terremoto importante, epidemia grave.

					
–	Estado de Sitio: Situaciones próximas a un estado de guerra.

			

			Declaración 

			
					
–	Estado de Alarma:

					
▷	Mediante Decreto del Consejo de Ministros

					
▷	Dando cuenta al Congreso de los Diputados.

					
–	Estado de Excepción: 

					
▷	Mediante Decreto del Consejo de Ministros previa autorización del Congreso de los Diputados (mayoría simple).

					
–	Estado de Sitio:

					
▷	Congreso de los Diputados por mayoría absoluta a propuesta exclusiva del Gobierno.

			

			Duración 

			
					
–	Estado de Alarma: Máx. 15 días. Prorrogable con autorización del Congreso.

					
–	Estado de Excepción: Max 30 días. Prorrogable 30 días también con autorización del Congreso de los Diputados.

					
–	Estado de Sitio: Lo que señale el Congreso.

			

			Derechos que se pueden suspender art. 55.1

			
					
–	Estado de Alarma: Ninguno.

					
–	Estado de Excepción: 

					
▷	17.1: Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad.

					
▷	17.2: plazo de detención preventiva 72 horas. Max 10 días.

					
▷	17.4: la ley regulará un procedimiento de Habeas Corpus.

					
▷	18.2: Inviolabilidad del domicilio

					
▷	18.3: Secreto comunicaciones

					
▷	19: Libertad de residencia y circulación dentro y fuera de España 

					
▷	20.1: a) libertad de prensa.

					
▷	20.1: d) información veraz

					
▷	20.5: Secuestro de publicaciones

					
▷	21: Reunión pacífica y sin armas.

					
▷	28.2: Derecho de Huelga.

					
▷	37.2: Medidas de Conflicto colectivo.

					
–	Estado de Sitio: Se suspenden todos los derechos señalados anteriormente para el estado de excepción pero ADEMÁS EL 17.3 que señala que toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata y el derecho de Abogado.

			

			Suspensión individual art. 55.2

			
					
–	En relación con bandas armadas o elementos terroristas.

					
–	Con necesaria intervención judicial.

					
–	Con control parlamentario.

			

			Ley Orgánica determinará forma y casos.

			
					
–	17.2: Detención preventiva máx. 72 h. Se amplía máximo 5 días.

					
–	18.2: Inviolabilidad del domicilio.

					
–	Secreto de comunicaciones.

			

			3. El derecho a la protección de la salud

			La Constitución Española de 1978, en su Título I dentro del Capítulo III “De los principios rectores de la política social y económica” en su artículo 43, reconoce el derecho a la protección de la salud, encomendando a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios. 

			Según el artículo, la ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto.

			Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo facilitarán la adecuada utilización del ocio.

			En su artículo 41, la Constitución establece que los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en caso de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres. 

			A su vez, el artículo 38.1.a) de la Ley General de la Seguridad Social incluye dentro de la acción protectora del ámbito de la Seguridad Social “la asistencia sanitaria en los casos de maternidad, de enfermedad común o profesional y de accidentes, sean o no de trabajo”. 

			La Sanidad en la propia Constitución aparece como descentralizada en concreto en Título VIII.

			El artículo 148.1.21 CE que reconoce a las Comunidades Autónomas la posibilidad de asumir competencias en materia de Sanidad e higiene.

			Así mismo el artículo 149.1.16 y 17 manifiesta como competencias exclusivas del Estado: Sanidad exterior. Bases y coordinación general de la sanidad. Legislación sobre productos farmacéuticos. Así como la legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus servicios por las Comunidades Autónomas

			Al amparo de las previsiones constitucionales y de los respectivos Estatutos de Autonomía, todas las Comunidades Autónomas han asumido paulatinamente competencias en materia de sanidad. 

			En el plano comunitario, el art. 4. 2 f) del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea define como competencia compartida entre la UE y los Estados miembros la materia de salud pública, y en su art. 6 a) señala como competencia de la UE de apoyar, coordinar o complementar la acción de los Estados miembros, la materia de la protección y mejora de la salud humana. 

			En su art. 9 se establece que en la definición y ejecución de sus políticas y acciones, la Unión tendrá en cuenta las exigencias relacionadas con la protección de la salud humana. 

			El art. 114 aboga por una aproximación de las legislaciones en materia de salud. Pero dentro del derecho de la Unión lo más destacable al respecto se encuentra en el título XIV del TFUE, que lleva por rúbrica “salud pública”, (art. 168). Se trata de una competencia transversal para promover el compromiso la cooperación y la coordinación entre los Estados miembros en este ámbito 

			El Parlamento Europeo y el Consejo, también con arreglo al procedimiento legislativo ordinario y previa consulta al Comité Económico y Social y al Comité de las Regiones, podrán adoptar también medidas de fomento destinadas a proteger y mejorar la salud humana y, en particular, a luchar contra las pandemias transfronterizas, medidas relativas a la vigilancia de las amenazas transfronterizas graves para la salud, a la alerta en caso de tales amenazas y a la lucha contra las mismas, así como medidas que tengan directamente como objetivo la protección de la salud pública en lo que se refiere al tabaco y al consumo excesivo de alcohol, con exclusión de toda armonización de las disposiciones legales y reglamentarias de los Estados miembros. El Consejo, a propuesta de la Comisión, podrá también adoptar recomendaciones para cumplir con estos fines.

			La Ley 14/1986 de 25 de abril, General de Sanidad, tiene como objeto la regulación general de todas las acciones que permitan hacer efectivo el derecho a la protección de la salud reconocido en el artículo 43 y concordantes de la Constitución. La ley tiene la condición de norma básica, en el sentido del artículo 149.1.16 de la Constitución, y es de aplicación en todo el territorio nacional.

			Titulares de los derechos a la protección de la salud y a la atención sanitaria son:

			
					
a)	Todos los españoles y los extranjeros en el territorio nacional, en los términos previstos en el artículo 12 de la Ley Orgánica 4/2000.

					
b)	Los nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea que tienen los derechos que resulten del derecho comunitario europeo y de los tratados y convenios que se suscriban por el Estado español y les sean de aplicación.

					
c)	Los nacionales de Estados no pertenecientes a la Unión Europea que tienen los derechos que les reconozcan las leyes, los tratados y convenios suscritos.

			

			A todos se les reconocen, con respecto a las distintas administraciones públicas sanitarias, una serie de derechos ( art. 10 ), como el respeto a la personalidad, dignidad e intimidad, a la no discriminación, a la información, a la confidencialidad, a la asignación de médico, a participar en las actividades sanitarias, o a utilizar vías de reclamación y propuestas de sugerencias, entre otros y se establecen, así mismo, una serie de obligaciones ( art. 11), como cumplir con las prescripciones generales de naturaleza sanitaria, comunes a toda la población, o responsabilizarse del uso adecuado de las prestaciones ofrecidas por el sistema sanitario. 

			En este punto hay que mencionar la importante Ley 41/2002, de 14 de noviembre, ley básica reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y documentación clínica que completa las previsiones que la Ley General de Sanidad enuncia como principios generales.

			Así mismo la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre , de Protección de Datos de Carácter Personal, califica a los datos relativos a la salud de los ciudadanos como datos especialmente protegidos, estableciendo un régimen especialmente riguroso para su obtención, custodia y eventual cesión.

			Según la Ley General de Sanidad, los poderes públicos orientarán sus políticas de gasto sanitario en orden a corregir desigualdades sanitarias y garantizar la igualdad de acceso a los servicios sanitarios públicos en todo el territorio español, según lo dispuesto en los artículos 9.2 y 158.1 de la Constitución. (art.12). Las normas de utilización de los servicios sanitarios serán iguales para todos, independientemente de la condición en la que se acceda a los mismos. (art.16)

			Según la LGS son competencia exclusiva del Estado la sanidad exterior y las relaciones y acuerdos sanitarios internacionales (art. 38). Las Comunidades Autónomas ejercerán las competencias asumidas en los Estatutos y las que el Estado les transfiera o, en su caso, les delegue (art. 41). Las decisiones y actuaciones públicas previstas en esta Ley que no se hayan reservado expresamente al Estado se entenderán atribuidas a las Comunidades Autónomas (art. 41.2)

			Todas las estructuras y servicios públicos al servicio de la salud se integrarán en el Sistema Nacional de Salud, conjunto de servicios de salud  de la Administración del Estado y de los servicios de salud de las Comunidades Autónomas en los términos establecidos en la Ley (art. 44), que tiene como características fundamentales:

			
					
a)	La extensión de sus servicios a toda la población

					
b)	La organización adecuada para prestar una atención integral a la salud

					
c)	La coordinación y, en su caso, la integración de todos los recursos sanitarios públicos en un dispositivo único.

					
d)	La financiación mediante recursos de las Administraciones Públicas, cotizaciones y tasas por la prestación de determinados servicios

					
e)	La prestación de una atención integral de la salud, procurando altos niveles de calidad debidamente evaluados y controlados (art. 46).

			

			En cada Comunidad Autónoma se constituirá un servicio de salud integrado por todos los centros, servicios y establecimientos de la propia Comunidad, Diputaciones y Ayuntamientos y cualesquiera otras Administraciones territoriales intracomunitarias, que estará gestionado bajo la responsabilidad de la respectiva Comunidad Autónoma. (Art. 50)

			Las Comunidades Autónomas delimitarán y constituirán en su territorio demarcaciones denominadas áreas de salud, que son las estructuras fundamentales del sistema sanitario, responsabilizadas de la gestión unitaria de los centros y establecimientos del servicio de salud de la Comunidad Autónoma en su demarcación territorial y de las prestaciones y programas sanitarios a desarrollar por ellos (art. 56).

			El Estado y las Comunidades Autónomas aprobarán planes de salud en el ámbito de sus respectivas competencias y podrán establecer planes de salud conjuntos (arts. 70 y 71).

			La financiación de la asistencia sanitaria prestada se realizará con cargo a:

			
					
a)	Cotizaciones sociales.

					
b)	Transferencias del Estado.

					
c)	Tasas por la prestación de determinados servicios.

					
d)	Aportaciones de las Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales.

					
e)	tributos estatales cedidos (Ley 21/2001).

			

			Se reconoce el derecho al libre ejercicio de las profesiones sanitarias, de acuerdo con lo establecido en los artículos 35 y 36 de la Constitución (art. 88). 

			En este punto hay que citar la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de ordenación de las profesiones sanitarias, que tiene por objeto la regulación de los aspectos de las profesiones sanitarias tituladas en lo que se refiere a su ejercicio por cuenta propia o ajena, a la estructura general de la formación de los profesionales, al desarrollo profesional de éstos y a su participación en la planificación y ordenación de las profesiones sanitarias. Las disposiciones de la ley son aplicables tanto si la profesión se ejerce en los servicios sanitarios públicos como en el ámbito de la sanidad privada. 

			También ha de tenerse en cuenta la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del Estatuto Marco del personal estatutario de los servicios de salud, que tiene por objeto establecer las bases reguladoras de la relación funcionarial especial del personal estatutario de los servicios de salud que conforman el Sistema Nacional de Salud, a través del Estatuto Marco de dicho personal. En fin, y de igual modo, en la Ley General de Sanidad se reconoce la libertad de empresa en el sector sanitario, conforme al artículo 38 de la Constitución (art. 89) y la posibilidad para las Administraciones públicas sanitarias, en el ámbito de sus respectivas competencias, de establecer conciertos para la prestación de servicios sanitarios con medios ajenos a ellas (art. 90)

			Corresponde, según la ley, a la Administración sanitaria del Estado, valorar la idoneidad sanitaria de los medicamentos y demás productos y artículos sanitarios (art. 90). 

			En relación con lo dispuesto en este precepto, la Ley 25/1990, de 20 de diciembre del Medicamento, trataba de contribuir a la existencia de medicamentos seguros, eficaces y de calidad, correctamente identificados y con información apropiada. 

			Actualmente rige en esta materia la ley 29/2006 de 26 de julio de Garantías y uso racional de los medicamentos y productos sanitarios. 

			Por otra parte, el actual contexto de crisis económica ha obligado a la modificación de la ley citada anteriormente por Real Decreto-ley 4/2010, de 26 de marzo de racionalización del gasto farmacéutico con cargo al Sistema Nacional de Salud.

			En cuanto a las oficinas de farmacia, consideradas como establecimientos sanitarios (STC 109/2003 de 5 de junio), la Ley General de Sanidad prevé que estarán sujetas a la planificación sanitaria en los términos que establezca la legislación especial de medicamentos y farmacia (art. 103). 
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			1. El Estatuto de Autonomía para Andalucía

			1.1. Introducción

			¿Qué es el Estatuto de Autonomía en Andalucía?

			El Estatuto de Autonomía funciona a modo de una Constitución para los andaluces. Es la norma que determina y regula nuestra Autonomía; establece nuestro territorio, nuestras competencias e instituciones y regula la composición y el funcionamiento de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial. El Estatuto establece además los principios básicos por los que se han de regular las relaciones con el Estado central español y otras comunidades autónomas.

			¿Cómo se llega al actual Estatuto de Autonomía?

			Cuando se aprueba la Constitución Española se prevén dos vías de acceso a la autonomía. 

			La del artículo 143, denominada “vía lenta”, y la “vía rápida” del artículo 151, a la que aspiraba la Junta preautonómica de Andalucía y la mayoría de los andaluces, era la misma que habían elegido las llamadas “comunidades históricas” (Cataluña, País Vasco y Galicia).

			Andalucía accedió a la autonomía por lo dispuesto en el artículo 151 de la Constitución Española de 1978 denominada “vía rápida”. 

			Siguiendo el procedimiento constitucional, se constituyó en Comunidad Autónoma de Andalucía el 28 de febrero de 1980, fue la única Comunidad Autónoma que plebiscitó en referéndum dicho acceso.

			 Tras el referéndum de 28 de febrero de 1980, se realizó otro por el que se aprobó el Estatuto de Autonomía de Andalucía de 1981 o Estatuto de Carmona. Blas Infante fue nombrado por el Parlamento Andaluz en el preámbulo del Estatuto de Autonomía “Padre de la Patria Andaluza”, mediante decreto (D.S.P.A. nº 24, de 14 de abril de 1983.)

			España vive la democracia y las autonomías van adquiendo cada vez más presencia y competencias, por lo que el 20 de diciembre de 2006 el Senado aprobó, con el apoyo más amplio recibido hasta ahora por un texto de esta índole, la Reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía. Se trata de un texto con el que, entre otros objetivos, la Comunidad Autónoma pretende alcanzar el máximo techo competencial y ampliar los derechos sociales de sus ciudadanos.

			En 2007 las Cortes aprobaron y los andaluces ratificaron en referéndum un nuevo Estatuto de Autonomía de Andalucía, en cuyo preámbulo se reconoce la realidad nacional andaluza como la describió el Manifiesto andalucista de Córdoba de 1919. Andalucía ha sido la única Comunidad que ha tenido una fuente de legitimidad específica en su vía de acceso a la autonomía, expresada en las urnas mediante referéndum, lo que le otorga una identidad propia y una posición incontestable en la configuración territorial del Estado.

			Se trata, en definitiva, de conseguir un Estatuto para el siglo XXI, un instrumento jurídico que impulse el bienestar, la igualdad y la justicia social, dentro del marco de cohesión y solidaridad que establece la Constitución.

			Por ello, y como expresión de su voluntad colectiva representada políticamente a través del Parlamento, el pueblo andaluz ratifica el presente Estatuto de Autonomía de Andalucía, como renovación del compromiso manifestado el 28-F de 1980.

			Una breve conclusión sobre el nuevo Estatuto

			Tras una intensa tramitación, el nuevo Estatuto de Andalucía ha tenido el apoyo casi unánime de las Cámaras. Frente a los 75 artículos de los que constaba el Estatuto de 1981, el nuevo se extiende hasta los 250 artículos, debido al grado de concreción con el que se han abordado los derechos y deberes y las competencias asumidas en el nuevo Texto. 

			Una de las cuestiones que mayor discusión y dificultades de consenso ha ofrecido ha sido la definición de Andalucía. Frente a la dicción del anterior artículo 1 del Estatuto, el nuevo dispone que “Andalucía, como nacionalidad histórica y en el ejercicio del derecho de autogobierno que reconoce la Constitución, se constituye en Comunidad Autónoma en el marco de la unidad de la Nación española y conforme al artículo 2 de la Constitución Española”.

			1.2. Estructura

			El Estatuto de Autonomía de Andalucía consta de 250 artículos que se dividen en los once Títulos que indicamos a continuación: 

			
					
–	Título Preliminar (arts. 1 al 11).

					
–	Título I. Derechos sociales, deberes y políticas públicas (arts. 12 al 41): 

					
▷	Capítulo I. Disposiciones generales. 

					
▷	Capítulo II. Derechos y deberes. 

					
▷	Capítulo III. Principios rectores de las Políticas Públicas. 

					
▷	Capítulo IV. Garantías. 

					
–	Título II. Competencias de la Comunidad Autónoma (arts. 42 al 88): 

					
▷	Capítulo I. Clasificación y principios. 

					
▷	Capítulo II. Competencias. 

					
–	Título III. Organización Territorial de la Comunidad Autónoma (arts. 89 al 98).

					
–	Título IV. Organización Institucional de la Comunidad Autónoma (arts. 99 al 139): 

					
▷	Capítulo I. El Parlamento de Andalucía. 

					
▷	Capítulo II. Elaboración de las normas. 

					
▷	Capítulo III. El Presidente de la Junta. 

					
▷	Capítulo IV. El Consejo de Gobierno. 

					
▷	Capítulo V. De las Relaciones entre el Parlamento y el Consejo de Gobierno. 

					
▷	Capítulo VI. Otras instituciones de autogobierno. 

					
▷	Capítulo VII. La Administración de la Junta de Andalucía. 

					
–	Título V. El Poder Judicial en Andalucía (arts. 140 al 155):

					
▷	Capítulo I. El Tribunal Superior de Justicia de Andalucía. 

					
▷	Capítulo II. El Consejo de Justicia de Andalucía. 

					
▷	Capítulo III. Competencias de la Junta de Andalucía en materia de Administración de Justicia.

					
–	Título VI. Economía, empleo y Hacienda (arts. 156 al 194):

					
▷	Capítulo I. Economía. 

					
▷	Capítulo II. Empleo y Relaciones Laborales. 

					
▷	Capítulo III. Hacienda de la Comunidad Autónoma:

					
•	Sección Primera: Recursos. 

					
•	Sección Segunda: Gasto Público y Presupuesto. 

					
•	Sección Tercera: Haciendas Locales. 

					
•	Sección Cuarta: Fiscalización Externa del Sector Público Andaluz. 

					
–	Título VII. Medio Ambiente (arts. 195 al 206).

					
–	Título VIII. Medios de comunicación social (arts. 207 al 217). 

					
–	Título IX. Relaciones institucionales de la Comunidad Autónoma (arts. 218 al 247):

					
▷	Capítulo I. Relaciones con el Estado. 

					
▷	Capítulo II. Relaciones con otras Comunidades Autónomas. 

					
▷	Capítulo III. Relaciones con las Instituciones de la Comunidad Europea.

					
▷	Capítulo IV. Relaciones con el exterior. 

					
▷	Capítulo V. Cooperación al Desarrollo. 

					
–	Título X. Reforma del Estatuto (arts. 248 al 250). 

			

			Tiene además el Estatuto 5 Disposiciones Adicionales, 2 Transitorias, 1 Derogatoria y 3 Finales.

			2. Valores superiores y objetivos básicos

			Los valores superiores y los objetivos básicos quedan recogidos en el Título Preliminar del Estatuto artículos 1 a 11 los cuales vienen a exponer:

			Andalucía

			Andalucía, como nacionalidad histórica y en el ejercicio del derecho de autogobierno que reconoce la Constitución, se constituye en Comunidad Autónoma en el marco de la unidad de la nación española y conforme al artículo 2 de la Constitución.

			El Estatuto de Autonomía propugna como valores superiores la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político para todos los andaluces, en un marco de igualdad y solidaridad con las demás Comunidades Autónomas de España.

			Los poderes de la Comunidad Autónoma de Andalucía emanan de la Constitución y del pueblo andaluz, en los términos del presente Estatuto de Autonomía, que es su norma institucional básica.

			La Unión Europea es ámbito de referencia de la Comunidad Autónoma, que asume sus valores y vela por el cumplimiento de sus objetivos y por el respeto de los derechos de los ciudadanos europeos.

			Territorio

			El territorio de Andalucía comprende el de los municipios de las provincias de Almería, Cádiz, Córdoba, Granada, Huelva, Jaén, Málaga y Sevilla.

			Símbolos

			La bandera de Andalucía es la tradicional formada por tres franjas horizontales –verde, blanca y verde– de igual anchura, tal como fue aprobada en la Asamblea de Ronda de 1918.

			Andalucía tiene escudo propio, aprobado por ley de su Parlamento, en el que figura la leyenda «Andalucía por sí, para España y la Humanidad», teniendo en cuenta el acuerdo adoptado por la Asamblea de Ronda de 1918.

			Andalucía tiene himno propio, aprobado por ley de su Parlamento, de acuerdo con lo publicado por la Junta Liberalista de Andalucía en 1933.

			El día de Andalucía es el 28 de febrero.

			La protección que corresponde a los símbolos de Andalucía será la misma que corresponda a los demás símbolos del Estado.

			Capitalidad y sedes

			La capital de Andalucía es la ciudad de Sevilla, sede del Parlamento, de la Presidencia de la Junta y del Consejo de Gobierno, sin perjuicio de que estas instituciones puedan celebrar sesiones en otros lugares de Andalucía de acuerdo con lo que establezcan, respectivamente, el Reglamento del Parlamento y la ley.

			La sede del Tribunal Superior de Justicia es la ciudad de Granada, sin perjuicio de que algunas Salas puedan ubicarse en otras ciudades de la Comunidad Autónoma.

			Por ley del Parlamento andaluz se podrán establecer sedes de organismos o instituciones de la Comunidad Autónoma en distintas ciudades de Andalucía, salvo aquellas sedes establecidas en este Estatuto.

			Condición de andaluz o andaluza

			Para el Estatuto de autonomía de Andalucía, gozan de la condición política de andaluces o andaluzas los ciudadanos españoles que, de acuerdo con las leyes generales del Estado, tengan vecindad administrativa en cualquiera de los municipios de Andalucía.

			Como andaluces y andaluzas, gozan de los derechos políticos definidos en este Estatuto los ciudadanos españoles residentes en el extranjero que hayan tenido la última vecindad administrativa en Andalucía y acrediten esta condición en el correspondiente Consulado de España. Gozarán también de estos derechos sus descendientes inscritos como españoles, si así lo solicitan, en la forma que determine la ley del Estado.

			Dentro del marco constitucional, se establecerán los mecanismos adecuados para promover la participación de los ciudadanos extranjeros residentes en Andalucía.

			Andaluces y andaluzas en el exterior

			Los andaluces y andaluzas en el exterior y las comunidades andaluzas asentadas fuera de Andalucía, como tales, tendrán derecho a participar en la vida del pueblo andaluz y a compartirla, en los términos que, en cada caso, establezcan las leyes. Asimismo, las citadas comunidades podrán solicitar el reconocimiento de la identidad andaluza, con los efectos que dispongan las leyes.

			A efectos de fomentar y fortalecer los vínculos con los andaluces y andaluzas, así como con las comunidades andaluzas en el exterior, prestarles la asistencia y garantizarles el ejercicio y defensa de sus derechos e intereses, la Comunidad Autónoma podrá, según corresponda, formalizar acuerdos con las instituciones públicas y privadas de los territorios y países donde se encuentren, o instar del Estado la suscripción de tratados internacionales sobre estas materias.

			Eficacia territorial de las normas autonómicas

			Las leyes y normas emanadas de las instituciones de autogobierno de Andalucía tendrán eficacia en su territorio. Podrán tener eficacia extraterritorial cuando así se deduzca de su naturaleza y en el marco del ordenamiento constitucional.

			Derecho propio de Andalucía

			El derecho propio de Andalucía está constituido por las leyes y normas reguladoras de las materias sobre las que la Comunidad Autónoma ostenta competencias.

			Derechos

			Todas las personas en Andalucía gozan como mínimo de los derechos reconocidos en la Declaración Universal de Derechos Humanos y demás instrumentos europeos e internacionales de protección de los mismos ratificados por España, en particular en los Pactos Internacionales de Derechos Civiles y Políticos y de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; en el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales y en la Carta Social Europea.

			La Comunidad Autónoma garantiza el pleno respeto a las minorías que residan en su territorio

			El artículo 10 del Estatuto de Autonomía recoge los Objetivos básicos de la Comunidad Autónoma manifestando que:

			La Comunidad Autónoma de Andalucía promoverá las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; removerá los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y fomentará la calidad de la democracia facilitando la participación de todos los andaluces en la vida política, económica, cultural y social. A tales efectos, adoptará todas las medidas de acción positiva que resulten necesarias.

			La Comunidad Autónoma propiciará la efectiva igualdad del hombre y de la mujer andaluces, promoviendo la democracia paritaria y la plena incorporación de aquélla en la vida social, superando cualquier discriminación laboral, cultural, económica, política o social.

			Para todo ello, la Comunidad Autónoma, en defensa del interés general, ejercerá sus poderes con los siguientes objetivos básicos:

			
					
1.	La consecución del pleno empleo estable y de calidad en todos los sectores de la producción, con singular incidencia en la salvaguarda de la seguridad y salud laboral, la conciliación de la vida familiar y laboral y la especial garantía de puestos de trabajo para las mujeres y las jóvenes generaciones de andaluces.

					
2.	El acceso de todos los andaluces a una educación permanente y de calidad que les permita su realización personal y social.

					
3.	El afianzamiento de la conciencia de identidad y de la cultura andaluza a través del conocimiento, investigación y difusión del patrimonio histórico, antropológico y lingüístico.

					
4.	La defensa, promoción, estudio y prestigio de la modalidad lingüística andaluza en todas sus variedades.

					
5.	El aprovechamiento y la potenciación de los recursos naturales y económicos de Andalucía bajo el principio de sostenibilidad, el impulso del conocimiento y del capital humano, la promoción de la inversión pública y privada, así como la justa redistribución de la riqueza y la renta.

					
6.	La creación de las condiciones indispensables para hacer posible el retorno de los andaluces en el exterior que lo deseen y para que contribuyan con su trabajo al bienestar colectivo del pueblo andaluz.

					
7.	La mejora de la calidad de vida de los andaluces y andaluzas, mediante la protección de la naturaleza y del medio ambiente, la adecuada gestión del agua y la solidaridad interterritorial en su uso y distribución, junto con el desarrollo de los equipamientos sociales, educativos, culturales y sanitarios, así como la dotación de infraestructuras modernas. La consecución de la cohesión territorial, la solidaridad y la convergencia entre los diversos territorios de Andalucía, como forma de superación de los desequilibrios económicos, sociales y culturales y de equiparación de la riqueza y el bienestar entre todos los ciudadanos, especialmente los que habitan en el medio rural.

					
8.	La convergencia con el resto del Estado y de la Unión Europea, promoviendo y manteniendo las necesarias relaciones de colaboración con el Estado y las demás Comunidades y Ciudades Autónomas, y propiciando la defensa de los intereses andaluces ante la Unión Europea.

					
9.	La realización de un eficaz sistema de comunicaciones que potencie los intercambios humanos, culturales y económicos, en especial mediante un sistema de vías de alta capacidad y a través de una red ferroviaria de alta velocidad.

					
10.	El desarrollo industrial y tecnológico basado en la innovación, la investigación científica, las iniciativas emprendedoras públicas y privadas, la suficiencia energética y la evaluación de la calidad, como fundamento del crecimiento armónico de Andalucía.

					
11.	La incorporación del pueblo andaluz a la sociedad del conocimiento.


					
12.	La modernización, la planificación y el desarrollo integral del medio rural en el marco de una política de reforma agraria, favorecedora del crecimiento, el pleno empleo, el desarrollo de las estructuras agrarias y la corrección de los desequilibrios territoriales, en el marco de la política agraria comunitaria y que impulse la competitividad de nuestra agricultura en el ámbito europeo e internacional.

					
13.	La cohesión social, mediante un eficaz sistema de bienestar público, con especial atención a los colectivos y zonas más desfavorecidos social y económicamente, para facilitar su integración plena en la sociedad andaluza, propiciando así la superación de la exclusión social.

					
14.	La especial atención a las personas en situación de dependencia.

					
15.	La integración social, económica y laboral de las personas con discapacidad.

					
16.	La integración social, económica, laboral y cultural de los inmigrantes en Andalucía.

					
17.	La expresión del pluralismo político, social y cultural de Andalucía a través de todos los medios de comunicación.

					
18.	La participación ciudadana en la elaboración, prestación y evaluación de las políticas públicas, así como la participación individual y asociada en los ámbitos cívico, social, cultural, económico y político, en aras de una democracia social avanzada y participativa.

					
19.	El diálogo y la concertación social, reconociendo la función relevante que para ello cumplen las organizaciones sindicales y empresariales más representativas de Andalucía.

					
20.	La promoción de las condiciones necesarias para la plena integración de las minorías y, en especial, de la comunidad gitana para su plena incorporación social.

					
21.	El fomento de la cultura de la paz y el diálogo entre los pueblos.

					
22.	La cooperación internacional con el objetivo de contribuir al desarrollo solidario de los pueblos.

					
23.	Los poderes públicos velarán por la salvaguarda, conocimiento y difusión de la historia de la lucha del pueblo andaluz por sus derechos y libertades.

			

			Los poderes públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía adoptarán las medidas adecuadas para alcanzar los objetivos señalados, especialmente mediante el impulso de la legislación pertinente, la garantía de una financiación suficiente y la eficacia y eficiencia de las actuaciones administrativas.

			Promoción de los valores democráticos y ciudadanos

			Los poderes públicos de Andalucía promoverán el desarrollo de una conciencia ciudadana y democrática plena, fundamentada en los valores constitucionales y en los principios y objetivos establecidos en este Estatuto como señas de identidad propias de la Comunidad Autónoma. Con esta finalidad se adoptarán las medidas precisas para la enseñanza y el conocimiento de la Constitución y el Estatuto de Autonomía.

			3. Derechos sociales, deberes y políticas públicas

			El Título I del Estatuto de Autonomía de Andalucía denominado “Derechos sociales, deberes y políticas públicas” es el que regula esta materia.

			Titulares de los derechos, deberes y destinatarios de las políticas públicas

			Los destinatarios de las políticas públicas y los titulares de los derechos y deberes contenidos en este Título son todas las personas con vecindad administrativa en Andalucía, sin perjuicio de lo establecido para el derecho de participación en los asuntos públicos en el artículo 30 (Participación política) y de acuerdo con las leyes reguladoras de los Derechos Fundamentales y Libertades Públicas.

			Alcance e interpretación de los derechos y principios

			Los derechos y principios del presente Título no supondrán una alteración del régimen de distribución de competencias, ni la creación de títulos competenciales nuevos o la modificación de los ya existentes.

			Ninguno de los derechos o principios contemplados en este Título puede ser interpretado, desarrollado o aplicado de modo que se limiten o reduzcan derechos o principios reconocidos por la Constitución o por los tratados y convenios internacionales ratificados por España.

			Prohibición de discriminación

			Se prohíbe toda discriminación en el ejercicio de los derechos, el cumplimiento de los deberes y la prestación de los servicios contemplados en este Título, particularmente la ejercida por razón de sexo, orígenes étnicos o sociales, lengua, cultura, religión, ideología, características genéticas, nacimiento, patrimonio, discapacidad, edad, orientación sexual o cualquier otra condición o circunstancia personal o social. La prohibición de discriminación no impedirá acciones positivas en beneficio de sectores, grupos o personas desfavorecidas.

			Derechos y deberes

			Igualdad y violencia de género

			El artículo15 del Estatuto de autonomía dispone en relación la igualdad de género que la se garantiza la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres en todos los ámbitos. Así mismo el artículo 16 en relación a la  Protección contra la violencia de género manifiesta que las mujeres tienen derecho a una protección integral contra la violencia de género, que incluirá medidas preventivas, medidas asistenciales y ayudas públicas.

			Protección de la familia

			Se garantiza la protección social, jurídica y económica de la familia. La ley regulará el acceso a las ayudas públicas para atender a las situaciones de las diversas modalidades de familia existentes según la legislación civil.

			Todas las parejas no casadas tienen el derecho a inscribir en un registro público sus opciones de convivencia. En el ámbito de competencias de la Comunidad Autónoma, las parejas no casadas inscritas en el registro gozarán de los mismos derechos que las parejas casadas.

			Menores

			Las personas menores de edad tienen derecho a recibir de los poderes públicos de Andalucía la protección y la atención integral necesarias para el desarrollo de su personalidad y para su bienestar en el ámbito familiar, escolar y social, así como a percibir las prestaciones sociales que establezcan las leyes.

			El beneficio de las personas menores de edad primará en la interpretación y aplicación de la legislación dirigida a éstos.

			Mayores

			Las personas mayores tienen derecho a recibir de los poderes públicos de Andalucía una protección y una atención integral para la promoción de su autonomía personal y del envejecimiento activo, que les permita una vida digna e independiente y su bienestar social e individual, así como a acceder a una atención gerontológica adecuada, en el ámbito sanitario, social y asistencial, y a percibir prestaciones en los términos que establezcan las leyes.

			Testamento vital y dignidad ante el proceso de la muerte

			Se reconoce el derecho a declarar la voluntad vital anticipada que deberá respetarse, en los términos que establezca la ley.

			Todas las personas tienen derecho a recibir un adecuado tratamiento del dolor y cuidados paliativos integrales y a la plena dignidad en el proceso de su muerte.

			Educación

			Se garantiza, mediante un sistema educativo público, el derecho constitucional de todos a una educación permanente y de carácter compensatorio.

			Los poderes públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. La enseñanza pública, conforme al carácter aconfesional del Estado, será laica.

			Los poderes públicos de la Comunidad tendrán en cuenta las creencias religiosas de la confesión católica y de las restantes confesiones existentes en la sociedad andaluza.

			Todos tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a los centros educativos sostenidos con fondos públicos. A tal fin se establecerán los correspondientes criterios de admisión, al objeto de garantizarla en condiciones de igualdad y no discriminación.

			Se garantiza la gratuidad de la enseñanza en los niveles obligatorios y, en los términos que establezca la ley, en la educación infantil. Todos tienen el derecho a acceder, en condiciones de igualdad, al sistema público de ayudas y becas al estudio en los niveles no gratuitos.

			Se garantiza la gratuidad de los libros de texto en la enseñanza obligatoria en los centros sostenidos con fondos públicos. La ley podrá hacer extensivo este derecho a otros niveles educativos.

			Todos tienen derecho a acceder a la formación profesional y a la educación permanente en los términos que establezca la ley.

			Las universidades públicas de Andalucía garantizarán, en los términos que establezca la ley, el acceso de todos a las mismas en condiciones de igualdad.

			Los planes educativos de Andalucía incorporarán los valores de la igualdad entre hombres y mujeres y la diversidad cultural en todos los ámbitos de la vida política y social. El sistema educativo andaluz fomentará la capacidad emprendedora de los alumnos, el multilingüismo y el uso de las nuevas tecnologías.

			Se complementará el sistema educativo general con enseñanzas específicas propias de Andalucía.

			Las personas con necesidades educativas especiales tendrán derecho a su efectiva integración en el sistema educativo general de acuerdo con lo que dispongan las leyes.

			Salud

			(El artículo 22 es el que recoge los derechos sanitarios en la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía, y es de especial importancia en la preparación de estas oposiciones.)

			Se garantiza el derecho constitucional previsto en el artículo 43 de la Constitución Española a la protección de la salud mediante un sistema sanitario público de carácter universal.

			Los pacientes y usuarios del sistema andaluz de salud tendrán derecho a:

			
					
a)	Acceder a todas las prestaciones del sistema.

					
b)	La libre elección de médico y de centro sanitario.

					
c)	La información sobre los servicios y prestaciones del sistema, así como de los derechos que les asisten.

					
d)	Ser adecuadamente informados sobre sus procesos de enfermedad y antes de emitir el consentimiento para ser sometidos a tratamiento médico.

					
e)	El respeto a su personalidad, dignidad humana e intimidad.

					
f)	El consejo genético y la medicina predictiva.

					
g)	La garantía de un tiempo máximo para el acceso a los servicios y tratamientos.

					
h)	Disponer de una segunda opinión facultativa sobre sus procesos.

					
i)	El acceso a cuidados paliativos.

					
j)	La confidencialidad de los datos relativos a su salud y sus características genéticas, así como el acceso a su historial clínico.

					
k)	Recibir asistencia geriátrica especializada.

			

			Las personas con enfermedad mental, las que padezcan enfermedades crónicas e invalidantes y las que pertenezcan a grupos específicos reconocidos sanitariamente como de riesgo, tendrán derecho a actuaciones y programas sanitarios especiales y preferentes.

			Con arreglo a la ley se establecerán los términos, condiciones y requisitos del ejercicio de los derechos previstos en los apartados anteriores.

			Prestaciones sociales

			Se garantiza el derecho de todos a acceder en condiciones de igualdad a las prestaciones de un sistema público de servicios sociales.

			Todos tienen derecho a una renta básica que garantice unas condiciones de vida digna y a recibirla, en caso de necesidad, de los poderes públicos con arreglo a lo dispuesto en la ley.

			Personas con discapacidad o dependencia

			Las personas con discapacidad y las que estén en situación de dependencia tienen derecho a acceder, en los términos que establezca la ley, a las ayudas, prestaciones y servicios de calidad con garantía pública necesarios para su desarrollo personal y social.

			Vivienda

			Para favorecer el ejercicio del derecho constitucional a una vivienda digna y adecuada, los poderes públicos están obligados a la promoción pública de la vivienda. La ley regulará el acceso a la misma en condiciones de igualdad, así como las ayudas que lo faciliten.

			Trabajo

			En el ejercicio del derecho constitucional al trabajo, se garantiza a todas las personas:

			
					
a)	El acceso gratuito a los servicios públicos de empleo.

					
b)	El acceso al empleo público en condiciones de igualdad y según los principios constitucionales de mérito y capacidad.

					
c)	El acceso a la formación profesional.

					
d)	El derecho al descanso y al ocio.

			

			Se garantiza a los sindicatos y a las organizaciones empresariales el establecimiento de las condiciones necesarias para el desempeño de las funciones que la Constitución les reconoce. La ley regulará la participación institucional en el ámbito de la Junta de Andalucía de las organizaciones sindicales y empresariales más representativas en la Comunidad Autónoma.

			Consumidores

			Se garantiza a los consumidores y usuarios de los bienes y servicios el derecho a asociarse, así como a la información, formación y protección en los términos que establezca la ley. Asimismo, la ley regulará los mecanismos de participación y el catálogo de derechos del consumidor.

			Medio ambiente

			Todas las personas tienen derecho a vivir en un medio ambiente equilibrado, sostenible y saludable, así como a disfrutar de los recursos naturales, del entorno y el paisaje en condiciones de igualdad, debiendo hacer un uso responsable del mismo para evitar su deterioro y conservarlo para las generaciones futuras, de acuerdo con lo que determinen las leyes.

			Se garantiza este derecho mediante una adecuada protección de la diversidad biológica y los procesos ecológicos, el patrimonio natural, el paisaje, el agua, el aire y los recursos naturales.

			Todas las personas tienen derecho a acceder a la información medioambiental de que disponen los poderes públicos, en los términos que establezcan las leyes.

			Acceso a la justicia

			En el ámbito de sus competencias, la Comunidad Autónoma garantiza la calidad de los servicios de la Administración de Justicia, la atención de las víctimas y el acceso a la justicia gratuita.

			Participación política

			Conforme al artículo 5, los andaluces y andaluzas tienen el derecho a participar en condiciones de igualdad en los asuntos públicos de Andalucía, directamente o por medio de representantes, en los términos que establezcan la Constitución, este Estatuto y las leyes. Este derecho comprende:

			
					
a)	El derecho a elegir a los miembros de los órganos representativos de la Comunidad Autónoma y a concurrir como candidato a los mismos.

					
b)	El derecho a promover y presentar iniciativas legislativas ante el Parlamento de Andalucía y a participar en la elaboración de las leyes, directamente o por medio de entidades asociativas, en los términos que establezca el Reglamento del Parlamento.

					
c)	El derecho a promover la convocatoria de consultas populares por la Junta de Andalucía o por los Ayuntamientos, en los términos que establezcan las leyes.


					
d)	El derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los efectos que determine la ley.

					
e)	El derecho a participar activamente en la vida pública andaluza para lo cual se establecerán los mecanismos necesarios de información, comunicación y recepción de propuestas.

			

			La Junta de Andalucía establecerá los mecanismos adecuados para hacer extensivo a los ciudadanos de la Unión Europea y a los extranjeros residentes en Andalucía los derechos contemplados en el apartado anterior, en el marco constitucional y sin perjuicio de los derechos de participación que les garantiza el ordenamiento de la Unión Europea.

			Buena administración

			Se garantiza el derecho a una buena administración, en los términos que establezca la ley, que comprende el derecho de todos ante las Administraciones Públicas, cuya actuación será proporcionada a sus fines, a participar plenamente en las decisiones que les afecten, obteniendo de ellas una información veraz, y a que sus asuntos se traten de manera objetiva e imparcial y sean resueltos en un plazo razonable, así como a acceder a los archivos y registros de las instituciones, corporaciones, órganos y organismos públicos de Andalucía, cualquiera que sea su soporte, con las excepciones que la ley establezca.

			Protección de datos

			Se garantiza el derecho de todas las personas al acceso, corrección y cancelación de sus datos personales en poder de las Administraciones públicas andaluzas.

			Cultura

			Todas las personas tienen derecho, en condiciones de igualdad, al acceso a la cultura, al disfrute de los bienes patrimoniales, artísticos y paisajísticos de Andalucía, al desarrollo de sus capacidades creativas individuales y colectivas, así como el deber de respetar y preservar el patrimonio cultural andaluz.

			Acceso a las tecnologías de la información y de la comunicación

			Se reconoce el derecho a acceder y usar las nuevas tecnologías y a participar activamente en la sociedad del conocimiento, la información y la comunicación, mediante los medios y recursos que la ley establezca.

			Orientación sexual

			Toda persona tiene derecho a que se respete su orientación sexual y su identidad de género. Los poderes públicos promoverán políticas para garantizar el ejercicio de este derecho.

			Deberes

			En el ámbito de sus competencias, sin perjuicio de los deberes constitucionalmente establecidos, el Estatuto establece y la ley desarrollará la obligación de todas las personas de:

			
					
a)	Contribuir al sostenimiento del gasto público en función de sus ingresos.

					
b)	Conservar el medio ambiente.

					
c)	Colaborar en las situaciones de emergencia.

					
d)	Cumplir las obligaciones derivadas de la participación de los ciudadanos en la Administración electoral, respetando lo establecido en el régimen electoral general.

					
e)	Hacer un uso responsable y solidario de las prestaciones y servicios públicos y colaborar en su buen funcionamiento, manteniendo el debido respeto a las normas establecidas en cada caso, así como a los demás usuarios y al personal encargado de prestarlos.

					
f)	Cuidar y proteger el patrimonio público, especialmente el de carácter histórico-artístico y natural.

					
g)	Contribuir a la educación de los hijos, especialmente en la enseñanza obligatoria.

			

			Las empresas que desarrollen su actividad en Andalucía se ajustarán a los principios de respeto y conservación del medio ambiente establecidos en el Título VII. La Administración andaluza establecerá los correspondientes mecanismos de inspección y sanción.

			Principios rectores de las políticas públicas

			Principios rectores

			Los poderes de la Comunidad Autónoma orientarán sus políticas públicas a garantizar y asegurar el ejercicio de los derechos reconocidos en el Capítulo anterior y alcanzar los objetivos básicos establecidos en el artículo 10, mediante la aplicación efectiva de los siguientes principios rectores:

			
					
1.	La prestación de unos servicios públicos de calidad.

					
2.	La lucha contra el sexismo, la xenofobia, la homofobia y el belicismo, especialmente mediante la educación en valores que fomente la igualdad, la tolerancia, la libertad y la solidaridad.

					
3.	El acceso de las personas mayores a unas condiciones de vida digna e independiente, asegurando su protección social e incentivando el envejecimiento activo y su participación en la vida social, educativa y cultural de la comunidad.

					
4.	La especial protección de las personas en situación de dependencia que les permita disfrutar de una digna calidad de vida.

					
5.	La autonomía y la integración social y profesional de las personas con discapacidad, de acuerdo con los principios de no discriminación, accesibilidad universal e igualdad de oportunidades, incluyendo la utilización de los lenguajes que les permitan la comunicación y la plena eliminación de las barreras.

					
6.	El uso de la lengua de signos española y las condiciones que permitan alcanzar la igualdad de las personas sordas que opten por esta lengua, que será objeto de enseñanza, protección y respeto.

					
7.	La atención social a personas que sufran marginación, pobreza o exclusión y discriminación social.

					
8.	La integración de los jóvenes en la vida social y laboral, favoreciendo su autonomía personal.

					
9.	La integración laboral, económica, social y cultural de los inmigrantes.

					
10.	El empleo de calidad, la prevención de los riesgos laborales y la promoción en el trabajo.

					
11.	La plena equiparación laboral entre hombres y mujeres y así como la conciliación de la vida laboral y familiar.

					
12.	El impulso de la concertación con los agentes económicos y sociales.

					
13.	El fomento de la capacidad emprendedora, la investigación y la innovación. Se reconoce en estos ámbitos la necesidad de impulsar la labor de las universidades andaluzas.[image: http://noticias.juridicas.com/bitmaps/sp.gif]
 

					
14.	El fomento de los sectores turístico y agroalimentario, como elementos económicos estratégicos de Andalucía.

					
15.	El acceso a la sociedad del conocimiento con el impulso de la formación y el fomento de la utilización de infraestructuras tecnológicas.

					
16.	El fortalecimiento de la sociedad civil y el fomento del asociacionismo.

					
17.	El libre acceso de todas las personas a la cultura y el respeto a la diversidad cultural.

					
18.	La conservación y puesta en valor del patrimonio cultural, histórico y artístico de Andalucía, especialmente del flamenco.

					
19.	El consumo responsable, solidario, sostenible y de calidad, particularmente en el ámbito alimentario.

					
20.	El respeto del medio ambiente, incluyendo el paisaje y los recursos naturales y garantizando la calidad del agua y del aire.

					
21.	El impulso y desarrollo de las energías renovables, el ahorro y eficiencia energética.

					
22.	El uso racional del suelo, adoptando cuantas medidas sean necesarias para evitar la especulación y promoviendo el acceso de los colectivos necesitados a viviendas protegidas.

					
23.	La convivencia social, cultural y religiosa de todas las personas en Andalucía y el respeto a la diversidad cultural, de creencias y convicciones, fomentando las relaciones interculturales con pleno respeto a los valores y principios constitucionales.

					
24.	La atención de las víctimas de delitos, especialmente los derivados de actos terroristas.

					
25.	La atención y protección civil ante situaciones de emergencia, catástrofe o calamidad pública.

			

			Los anteriores principios se orientarán además a superar las situaciones de desigualdad y discriminación de las personas y grupos que puedan derivarse de sus circunstancias personales o sociales o de cualquier otra forma de marginación o exclusión.

			Para ello, su desarrollo facilitará el acceso a los servicios y prestaciones correspondientes para los mismos, y establecerá los supuestos de gratuidad ante las situaciones económicamente más desfavorables.

			Garantías

			Vinculación de los poderes públicos y de los particulares

			La prohibición de discriminación del artículo 14 y los derechos reconocidos en el Capítulo II vinculan a todos los poderes públicos andaluces y, dependiendo de la naturaleza de cada derecho, a los particulares, debiendo ser interpretados en el sentido más favorable a su plena efectividad. El Parlamento aprobará las correspondientes leyes de desarrollo, que respetarán, en todo caso, el contenido de los mismos establecido por el Estatuto, y determinarán las prestaciones y servicios vinculados, en su caso, al ejercicio de estos derechos.

			Protección jurisdiccional

			Los actos de los poderes públicos de la Comunidad que vulneren los derechos mencionados en el artículo anterior podrán ser objeto de recurso ante la jurisdicción correspondiente, de acuerdo con los procedimientos que establezcan las leyes procesales del Estado.

			Efectividad de los principios rectores

			El reconocimiento y protección de los principios rectores de las políticas públicas informará las normas legales y reglamentarias andaluzas, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos, y podrán ser alegados ante los jueces y tribunales de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.

			Los poderes públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía adoptarán las medidas necesarias para el efectivo cumplimiento de estos principios, en su caso, mediante el impulso de la legislación pertinente, la garantía de una financiación suficiente y la eficacia y eficiencia de las actuaciones administrativas.

			Defensa de los derechos

			Corresponde al Defensor o Defensora del Pueblo Andaluz velar por la defensa de los derechos enunciados en el presente Título, en los términos del artículo 128.

			4. Competencias en materia de salud

			En relación a las competencias en materia de salud de la Comunidad Autónoma de Andalucía, destacamos la importancia del artículo 55 titulado “Salud, sanidad y farmacia”, de la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía, el cual dispone:

			1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva sobre organización, funcionamiento interno, evaluación, inspección y control de centros, servicios y establecimientos sanitarios, así como en el marco del artículo 149.1.16ª de la Constitución la ordenación farmacéutica. Igualmente le corresponde la investigación con fines terapéuticos, sin perjuicio de la coordinación general del Estado sobre esta materia.

			2. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Andalucía la competencia compartida en materia de sanidad interior y, en particular y sin perjuicio de la competencia exclusiva que le atribuye el artículo 61, la ordenación, planificación, determinación, regulación y ejecución de los servicios y prestaciones sanitarias, sociosanitarias y de salud mental de carácter público en todos los niveles y para toda la población, la ordenación y la ejecución de las medidas destinadas a preservar, proteger y promover la salud pública en todos los ámbitos, incluyendo la salud laboral, la sanidad animal con efecto sobre la salud humana, la sanidad alimentaria, la sanidad ambiental y la vigilancia epidemiológica, el régimen estatutario y la formación del personal que presta servicios en el sistema sanitario público, así como la formación sanitaria especializada y la investigación científica en materia sanitaria.

			3. Corresponde a Andalucía la ejecución de la legislación estatal en materia de productos farmacéuticos.

			4. La Comunidad Autónoma participa en la planificación y la coordinación estatal en materia de sanidad y salud pública con arreglo a lo previsto en el Título IX.

			Por su parte el artículo 63.3 de la misma norma manifiesta que en materia de Seguridad Social, corresponden a la Comunidad Autónoma las competencias ejecutivas que se determinen en aplicación de la legislación estatal, incluida la gestión de su régimen económico, con pleno respeto al principio de unidad de caja.

			El artículo 55 es el más importante en este epígrafe sin embargo vamos a señalar también alguno más relacionado con la salud en Andalucía. 

			El artículo 54 que se denomina “Investigación, desarrollo e innovación tecnológica”, dispone que:

			1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Andalucía, en materia de investigación científica y técnica, la competencia exclusiva con relación a los centros y estructuras de investigación de la Junta de Andalucía y a los proyectos financiados por ésta, que incluye:

			
					
a)	El establecimiento de líneas propias de investigación y el seguimiento, control y evaluación de los proyectos.

					
b)	La organización, régimen de funcionamiento, control, seguimiento y acreditación de los centros y estructuras radicadas en Andalucía.

					
c)	La regulación y gestión de las becas y de las ayudas convocadas y financiadas por la Junta de Andalucía.

					
d)	La regulación y la formación profesional del personal investigador y de apoyo a la investigación.

					
e)	La difusión de la ciencia y la transferencia de resultados.

			

			2. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia compartida sobre la coordinación de los centros y estructuras de investigación de Andalucía.

			3. Los criterios de colaboración entre el Estado y la Junta de Andalucía en materia de política de investigación, desarrollo e innovación se fijarán en el marco de lo establecido en el Título IX. Igualmente la Junta de Andalucía participará en la fijación de la voluntad del Estado respecto de las políticas que afecten a esta materia en el ámbito de la Unión Europea y en otros organismos e instituciones internacionales.

			También destacamos el artículo 66 denominado “Protección civil y emergencias” en este tema, el cual viene a decir que:

			1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de protección civil que incluye, en todo caso, la regulación, la planificación y ejecución de medidas relativas a las emergencias y la seguridad civil, así como la dirección y coordinación de los servicios de protección civil, que incluyen los servicios de prevención y extinción de incendios respetando las competencias del Estado en materia de seguridad pública.

			2. Corresponden a la Comunidad Autónoma competencias de ejecución en materia de salvamento marítimo en el litoral andaluz.

			3. La Comunidad Autónoma participa en la ejecución en materia de seguridad nuclear en los términos que establezcan las leyes y en los convenios que al respecto se suscriban.

			Recordamos para terminar con este epígrafe que el artículo 22 recoge los derechos de los ciudadanos en materia de salud.

			5. Organización institucional de la comunidad autónoma

			La organización institucional de la Comunidad Autónoma de Andalucía se recoge en el Título IV (art. 99 a 139) de la Ley Orgánica 2/2007 de 19 de marzo, cuyo contenido pasamos a exponer.

			La Junta de Andalucía

			La Junta de Andalucía es la institución en que se organiza políticamente el autogobierno de la Comunidad Autónoma. 

			La Junta de Andalucía está integrada por:

			
					
–	el Parlamento de Andalucía,

					
–	la Presidencia de la Junta

					
–	y el Consejo de Gobierno.

			

			Forman parte también de la organización de la Junta de Andalucía las instituciones y órganos regulados en el Capítulo VI. (Economía, empleo y Hacienda)

			El Parlamento de Andalucía

			El Parlamento de Andalucía representa al pueblo andaluz.

			El Parlamento de Andalucía es inviolable.

			El Parlamento estará compuesto por un mínimo de 109 Diputados y Diputadas, elegidos por sufragio universal, igual, libre, directo y secreto.

			Los miembros del Parlamento representan a toda Andalucía y no están sujetos a mandato imperativo.

			El Parlamento es elegido por cuatro años. El mandato de los Diputados termina cuatro años después de su elección o el día de disolución de la Cámara. En ambos casos, el mandato de los Diputados titulares y suplentes que integren la Diputación Permanente se prorrogará hasta la constitución de la nueva Cámara.

			Los Diputados gozarán, aun después de haber cesado en su mandato, de inviolabilidad por las opiniones manifestadas en actos parlamentarios y por los votos emitidos en el ejercicio de su cargo.

			Durante su mandato no podrán ser detenidos por los actos delictivos cometidos en el territorio de Andalucía, sino en caso de flagrante delito, correspondiendo decidir, en todo caso, sobre su inculpación, prisión, procesamiento y juicio al Tribunal Superior de Justicia de Andalucía. Fuera de dicho territorio, la responsabilidad penal será exigible, en los mismos términos, ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

			Autonomía parlamentaria

			El Parlamento goza de plena autonomía:

			
					
–	reglamentaria, 

					
–	presupuestaria, 

					
–	administrativa 

					
–	y disciplinaria.

			

			El Parlamento se dotará de su propio Reglamento de organización y funcionamiento, cuya aprobación o reforma requerirán el voto de la mayoría absoluta de los Diputados.

			El Reglamento del Parlamento establecerá el Estatuto del Diputado.

			El Parlamento elabora y aprueba su presupuesto y, en los términos que establezcan sus propias disposiciones, posee facultades plenas para la modificación, ejecución, liquidación y control del mismo.

			Organización y funcionamiento

			El Parlamento elegirá de entre sus miembros:

			
					
–	al Presidente o Presidenta, 

					
–	la Mesa 

					
–	y la Diputación Permanente.

			

			El Parlamento funcionará en Pleno y Comisiones. 

			El Pleno podrá delegar en las Comisiones legislativas la aprobación de proyectos y proposiciones de ley, estableciendo en su caso los criterios pertinentes. El Pleno podrá recabar en cualquier momento el debate y votación de los proyectos o proposiciones de ley que hayan sido objeto de esta delegación. 

			Corresponde en todo caso al Pleno la aprobación de las leyes de contenido presupuestario y tributario y de todas las que requieran una mayoría cualificada de acuerdo con el presente Estatuto.

			El Parlamento se reunirá en sesiones ordinarias y extraordinarias. Los períodos ordinarios serán dos por año y durarán un total de ocho meses como mínimo. 

			El primero se iniciará en septiembre y el segundo en febrero. Las sesiones extraordinarias habrán de ser convocadas por su Presidente, previa aprobación por la Diputación Permanente, a petición de ésta, de una cuarta parte de los Diputados o del número de grupos parlamentarios que el Reglamento determine, así como a petición del Presidente de la Junta o del Consejo de Gobierno.

			El Reglamento del Parlamento determinará el procedimiento de elección de su Presidente y de la Mesa; la composición y funciones de la Diputación Permanente; las relaciones entre Parlamento y Consejo de Gobierno; el número mínimo de Diputados para la formación de los grupos parlamentarios; el procedimiento legislativo; las funciones de la Junta de Portavoces y el procedimiento, en su caso, de elección de los Senadores representantes de la Comunidad Autónoma. Los grupos parlamentarios participarán en la Diputación Permanente y en todas las Comisiones en proporción a sus miembros.

			Régimen electoral

			La circunscripción electoral es la provincia. Ninguna provincia tendrá más del doble de Diputados que otra.

			La elección se verificará atendiendo a criterios de representación proporcional.

			Las elecciones tendrán lugar entre los treinta y sesenta días posteriores a la expiración del mandato. Los Diputados electos deberán ser convocados para la sesión constitutiva del Parlamento dentro de los veinticinco días siguientes a la celebración de las elecciones.

			Serán electores y elegibles todos los andaluces y andaluzas mayores de dieciocho años que estén en pleno goce de sus derechos políticos.

			La Comunidad Autónoma facilitará el ejercicio del derecho de voto a los andaluces que se encuentren fuera de Andalucía.

			Ley electoral

			La ley electoral, que requerirá mayoría absoluta para su aprobación, regulará la convocatoria de elecciones, el procedimiento electoral, el sistema electoral y la fórmula de atribución de escaños, las causas de inelegibilidad e incompatibilidad para las elecciones al Parlamento de Andalucía, así como las subvenciones y gastos electorales y el control de los mismos.

			Dicha ley establecerá criterios de igualdad de género para la elaboración de las listas electorales, y regulará la obligación de los medios de comunicación de titularidad pública de organizar debates electorales entre las formaciones políticas con representación parlamentaria.

			Funciones

			Corresponde al Parlamento de Andalucía:

			
					
1.	El ejercicio de la potestad legislativa propia de la Comunidad Autónoma, así como la que le corresponda de acuerdo con el artículo 150.1 y 2 de la Constitución (Leyes Marco y leyes de Transferencia y delegación).

					
2.	La orientación y el impulso de la acción del Consejo de Gobierno.

					
3.	El control sobre la acción del Consejo de Gobierno y sobre la acción de la Administración situada bajo su autoridad. Con esta finalidad se podrán crear, en su caso, comisiones de investigación, o atribuir esta facultad a las comisiones permanentes.

					
4.	El examen, la enmienda y la aprobación de los presupuestos.

					
5.	La potestad de establecer y exigir tributos, así como la autorización de emisión de deuda pública y del recurso al crédito, en los términos que establezca la Ley Orgánica a que se refiere el artículo 157.3 de la Constitución Española. 

					
6.	La elección del Presidente de la Junta.

					
7.	La exigencia de responsabilidad política al Consejo de Gobierno.

					
8.	La apreciación, en su caso, de la incapacidad del Presidente de la Junta.

					
9.	La presentación de proposiciones de ley al Congreso de los Diputados en los términos del artículo 87.2 de la Constitución.

					
10.	La autorización al Consejo de Gobierno para obligarse en los convenios y acuerdos de colaboración con otras Comunidades Autónomas, de acuerdo con la Constitución y el presente Estatuto.

					
11.	La aprobación de los planes económicos.

					
12.	El examen y aprobación de la Cuenta General de la Comunidad Autónoma, sin perjuicio del control atribuido a la Cámara de Cuentas.

					
13.	La ordenación básica de los órganos y servicios de la Comunidad Autónoma.

					
14.	El control de las empresas públicas andaluzas.

					
15.	El control de los medios de comunicación social dependientes de la Comunidad Autónoma.

					
16.	La interposición de recursos de inconstitucionalidad y la personación en los procesos constitucionales de acuerdo con lo que establezca la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

					
17.	La designación, en su caso, de los Senadores y Senadoras que correspondan a la Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo establecido en la Constitución. La designación podrá recaer en cualquier ciudadano que ostente la condición política de andaluz.

					
18.	La solicitud al Estado de la atribución, transferencia o delegación de facultades en el marco de lo dispuesto en el artículo 150.1 y 2 de la Constitución.

					
19.	Las demás atribuciones que se deriven de la Constitución, de este Estatuto y del resto del ordenamiento jurídico.

			

			Presencia equilibrada de hombres y mujeres en los nombramientos y designaciones

			En los nombramientos y designaciones de instituciones y órganos que corresponda efectuar al Parlamento de Andalucía regirá el principio de presencia equilibrada entre hombres y mujeres.

			El Presidente de la Junta

			Funciones y responsabilidad ante el Parlamento

			El Presidente o Presidenta de la Junta:

			
					
–	dirige y coordina la actividad del Consejo de Gobierno, 

					
–	coordina la Administración de la Comunidad Autónoma, 

					
–	designa y separa a los Consejeros 

					
–	y ostenta la suprema representación de la Comunidad Autónoma y la ordinaria del Estado en Andalucía.

			

			El Presidente podrá delegar temporalmente funciones ejecutivas propias en uno de los Vicepresidentes o Consejeros.

			El Presidente es responsable políticamente ante el Parlamento.

			El Presidente podrá proponer por iniciativa propia o a solicitud de los ciudadanos, de conformidad con lo establecido en el artículo 78 y en la legislación del Estado, la celebración de consultas populares en el ámbito de la Comunidad Autónoma, sobre cuestiones de interés general en materias autonómicas o locales.

			Elección y responsabilidad ante los tribunales

			El Presidente de la Junta será elegido de entre sus miembros por el Parlamento.

			El Presidente del Parlamento, previa consulta a los Portavoces designados por los partidos o grupos políticos con representación parlamentaria, propondrá un candidato a Presidente de la Junta.

			El candidato presentará su programa al Parlamento. Para ser elegido, el candidato deberá, en primera votación, obtener mayoría absoluta. De no obtenerla, se procederá a una nueva votación cuarenta y ocho horas después de la anterior, y la confianza se entenderá otorgada si obtuviera mayoría simple en la segunda o sucesivas votaciones.

			Caso de no conseguirse dicha mayoría, se tramitarán sucesivas propuestas en la forma prevista anteriormente. Si, transcurrido el plazo de dos meses a partir de la primera votación, ningún candidato hubiera obtenido la mayoría simple, el Parlamento quedará automáticamente disuelto y el Presidente de la Junta en funciones convocará nuevas elecciones.

			Una vez elegido, el Presidente será nombrado por el Rey y procederá a designar los miembros del Consejo de Gobierno y a distribuir entre ellos las correspondientes funciones ejecutivas.

			La responsabilidad penal del Presidente de la Junta será exigible ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. Ante el mismo Tribunal será exigible la responsabilidad civil en que hubiera incurrido el Presidente de la Junta con ocasión del ejercicio de su cargo.

			El Consejo de Gobierno

			Composición y funciones

			El Consejo de Gobierno está integrado por el Presidente, los Vicepresidentes en su caso, y los Consejeros.

			El Consejo de Gobierno de Andalucía es el órgano colegiado que, en el marco de sus competencias, ejerce la dirección política de la Comunidad Autónoma, dirige la Administración y desarrolla las funciones ejecutivas y administrativas de la Junta de Andalucía.

			En el ámbito de las competencias de la Comunidad Autónoma corresponde al Consejo de Gobierno y a cada uno de sus miembros el ejercicio de la potestad reglamentaria.

			Corresponde al Consejo de Gobierno la interposición de recursos de inconstitucionalidad y conflictos de competencia, así como la personación en los procesos constitucionales de acuerdo con lo que establezca la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

			El Consejo de Gobierno, por conducto de su Presidente, podrá plantear conflictos de jurisdicción a los jueces y tribunales conforme a las leyes reguladoras de aquéllos.

			Cese

			El Consejo de Gobierno cesa tras la celebración de elecciones al Parlamento, y en los casos de pérdida de cuestión de confianza o aprobación de moción de censura, dimisión, incapacidad, condena penal firme que inhabilite para el desempeño de cargo público o fallecimiento del Presidente. El Consejo de Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Consejo de Gobierno.

			Estatuto y régimen jurídico

			El régimen jurídico y administrativo del Consejo de Gobierno y el estatuto de sus miembros será regulado por ley del Parlamento de Andalucía, que determinará las causas de incompatibilidad de aquéllos. El Presidente y los Consejeros no podrán ejercer actividad laboral, profesional o empresarial alguna.

			Responsabilidad ante los tribunales

			La responsabilidad penal de los Consejeros será exigible ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. No obstante, para los delitos cometidos en el ámbito territorial de su jurisdicción, será exigible ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

			Ante este último Tribunal será exigible la responsabilidad civil en que dichas personas hubieran incurrido con ocasión del ejercicio de sus cargos.

			Potestad expropiatoria y responsabilidad patrimonial

			El Consejo de Gobierno podrá ejercer la potestad expropiatoria conforme a la legislación estatal y autonómica vigente en la materia.

			La Comunidad Autónoma indemnizará a los particulares por toda lesión que sufran en sus bienes o derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos de la misma.

			De las relaciones entre el Parlamento y el Consejo de Gobierno

			Responsabilidad solidaria del Consejo de Gobierno

			El Consejo de Gobierno responde políticamente ante el Parlamento de forma solidaria, sin perjuicio de la responsabilidad directa de cada Consejero por su gestión.

			Cuestión de confianza

			El Presidente de la Junta, previa deliberación del Consejo de Gobierno, puede plantear ante el Parlamento la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una declaración de política general. La confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor de la misma la mayoría simple de los Diputados.

			Si el Parlamento negara su confianza, el Presidente de la Junta presentará su dimisión ante el Parlamento, cuyo Presidente convocará, en el plazo máximo de quince días, la sesión plenaria para la elección de nuevo Presidente de la Junta.

			Moción de censura

			El Parlamento puede exigir la responsabilidad política del Consejo de Gobierno mediante la adopción por mayoría absoluta de la moción de censura. Ésta habrá de ser propuesta, al menos, por una cuarta parte de los parlamentarios y habrá de incluir un candidato o candidata a la Presidencia de la Junta. La moción de censura no podrá ser votada hasta que transcurran cinco días desde su presentación. Si la moción de censura no fuese aprobada por el Parlamento, sus signatarios no podrán presentar otra durante el mismo período de sesiones.

			Si el Parlamento adoptara una moción de censura, el Presidente de la Junta presentará su dimisión ante el Parlamento y el candidato incluido en aquélla se entenderá investido de la confianza de la Cámara. El Rey le nombrará Presidente de la Junta.

			Disolución del Parlamento

			El Presidente de la Junta, previa deliberación del Consejo de Gobierno y bajo su exclusiva responsabilidad, podrá decretar la disolución del Parlamento. El decreto de disolución fijará la fecha de las elecciones.

			La disolución no podrá tener lugar cuando esté en trámite una moción de censura.

			No procederá nueva disolución antes de que haya transcurrido un año desde la anterior, salvo lo dispuesto en el artículo 118.3.

			Otras instituciones de autogobierno

			Defensor del Pueblo Andaluz

			El Defensor del Pueblo Andaluz es el comisionado del Parlamento, designado por éste para la defensa de los derechos y libertades comprendidos en el Título I de la Constitución y en el Título I del presente Estatuto, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de las Administraciones públicas de Andalucía, dando cuenta al Parlamento.

			El Defensor del Pueblo Andaluz será elegido por el Parlamento por mayoría cualificada. Su organización, funciones y duración del mandato se regularán mediante ley.

			El Defensor del Pueblo Andaluz y el Defensor del Pueblo designado por las Cortes Generales colaborarán en el ejercicio de sus funciones.

			Está regulado en la Ley 9/1983, 1 diciembre, del Defensor del Pueblo Andaluz.

			Consejo Consultivo

			El Consejo Consultivo de Andalucía es el superior órgano consultivo del Consejo de Gobierno y de la Administración de la Junta de Andalucía, incluidos sus organismos y entes sujetos a derecho público. Asimismo, es el supremo órgano de asesoramiento de las entidades locales y de los organismos y entes de derecho público de ellas dependientes, así como de las universidades públicas andaluzas. También lo es de las demás entidades y corporaciones de derecho público no integradas en la Administración de la Junta de Andalucía, cuando las leyes sectoriales así lo prescriban.

			El Consejo Consultivo ejercerá sus funciones con autonomía orgánica y funcional. Una ley del Parlamento regulará su composición, competencia y funcionamiento.

			Está regulado por la Ley 4/2005, 8 abril, del Consejo Consultivo de Andalucía 

			Cámara de Cuentas

			La Cámara de Cuentas es el órgano de control externo de la actividad económica y presupuestaria de la Junta de Andalucía, de los entes locales y del resto del sector público de Andalucía.

			La Cámara de Cuentas depende orgánicamente del Parlamento de Andalucía. Su composición, organización y funciones se regulará mediante ley.

			Está regulado por la Ley 1/1988, 17 marzo, de la Cámara de Cuentas de Andalucía.

			Consejo Audiovisual de Andalucía

			El Consejo Audiovisual es la autoridad audiovisual independiente encargada de velar por el respeto de los derechos, libertades y valores constitucionales y estatutarios en los medios audiovisuales, tanto públicos como privados, en Andalucía, así como por el cumplimiento de la normativa vigente en materia audiovisual y de publicidad.

			El Consejo Audiovisual velará especialmente por la protección de la juventud y la infancia en relación con el contenido de la programación de los medios de comunicación, tanto públicos como privados, de Andalucía.

			Una ley del Parlamento regulará su composición, competencia y funcionamiento.

			Está regulado por la Ley 1/2004, 17 diciembre, de creación del Consejo Audiovisual de Andalucía 

			Consejo Económico y Social

			El Consejo Económico y Social de Andalucía es el órgano colegiado de carácter consultivo del Gobierno de la Comunidad Autónoma en materia económica y social, cuya finalidad primordial es servir de cauce de participación y diálogo permanente en los asuntos socioeconómicos.

			Una ley del Parlamento regulará su composición, competencia y funcionamiento.

			Está regulado por la ley 5/1997, 26 noviembre, reguladora del Consejo Económico y Social de Andalucía.

			La Administración de la Junta de Andalucía

			Principios de actuación y gestión de competencias

			La Administración de la Junta de Andalucía sirve con objetividad al interés general y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, eficiencia, racionalidad organizativa, jerarquía, simplificación de procedimientos, desconcentración, coordinación, cooperación, imparcialidad, transparencia, lealtad institucional, buena fe, protección de la confianza legítima, no discriminación y proximidad a los ciudadanos, con sujeción a la Constitución, al Estatuto y al resto del ordenamiento jurídico.

			La Administración de la Junta de Andalucía desarrollará la gestión ordinaria de sus actividades a través de sus servicios centrales y periféricos.

			Todos los órganos encargados de la prestación de servicios o de la gestión de competencias y atribuciones de la Comunidad Autónoma dependen de ésta y se integran en su Administración.

			Participación ciudadana

			La ley regulará:

			
					
a)	La participación de los ciudadanos, directamente o a través de las asociaciones y organizaciones en las que se integren, en los procedimientos administrativos o de elaboración de disposiciones que les puedan afectar.


					
b)	El acceso de los ciudadanos a la Administración de la Junta de Andalucía, que comprenderá en todo caso sus archivos y registros, sin menoscabo de las garantías constitucionales y estatutarias, poniendo a disposición de los mismos los medios tecnológicos necesarios para ello.

			

			Principio de representación equilibrada de hombres y mujeres

			Una ley regulará el principio de presencia equilibrada de hombres y mujeres en el nombramiento de los titulares de los órganos directivos de la Administración andaluza cuya designación corresponda al Consejo de Gobierno o a los miembros del mismo en sus respectivos ámbitos. El mismo principio regirá en los nombramientos de los órganos colegiados o consultivos que corresponda efectuar en el ámbito de la Administración andaluza.

			Función y empleos públicos

			La ley regulará el estatuto de los funcionarios públicos de la Administración de la Junta de Andalucía, el acceso al empleo público de acuerdo con los principios de mérito y capacidad, y establecerá un órgano administrativo de la función pública resolutorio de los recursos que se interpongan sobre esta materia.

			Prestación de servicios y cartas de derechos

			La Administración de la Junta de Andalucía hará pública la oferta y características de prestación de los servicios, así como las cartas de derechos de los ciudadanos ante la misma.

			Evaluación de políticas públicas

			La ley regulará la organización y funcionamiento de un sistema de evaluación de las políticas públicas.

			La Comunidad Autónoma como Administración Pública

			La Comunidad Autónoma es Administración Pública a los efectos de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

			La Comunidad Autónoma estará exenta de prestar cauciones o depósitos para ejercitar acciones o interponer recursos.

			La Administración de la Junta queda regulada en la Ley 9/2007, 22 octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía

			6. Elaboración de las normas

			La elaboración de las normas en Andalucía aparece regulada en el Capítulo II del Título IV de la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo de reforma del Estatuto de autonomía para Andalucía, artículos 108 a 116, cuyo contenido pasamos a exponer:

			Potestad legislativa

			El Parlamento ejerce la potestad legislativa mediante la elaboración y aprobación de las leyes. 

			Requerirán el voto favorable de la mayoría absoluta del Pleno del Parlamento en una votación final sobre el conjunto del texto, salvo aquellos supuestos para los que el Estatuto exija mayoría cualificada. Las leyes que afectan a:

			
					
–	la organización territorial,

					
–	al régimen electoral,

					
–	o a la organización de las instituciones básicas.

			

			La Iniciativa legislativa

			La iniciativa legislativa corresponde a los Diputados, en los términos previstos en el Reglamento del Parlamento, y al Consejo de Gobierno.

			Una ley del Parlamento de Andalucía, en el marco de la ley orgánica prevista en el artículo 87.3 de la Constitución, regulará tanto el ejercicio de la iniciativa legislativa de los Ayuntamientos como la iniciativa legislativa popular.

			La ley regulará las modalidades de consulta popular para asuntos de especial importancia para la Comunidad Autónoma en los términos previstos en el artículo 78.

			La participación ciudadana en el procedimiento legislativo

			Los ciudadanos, a través de las organizaciones y asociaciones en que se integran, así como las instituciones, participarán en el procedimiento legislativo en los términos que establezca el Reglamento del Parlamento.

			Control de constitucionalidad

			El control de constitucionalidad de las disposiciones normativas de la Comunidad Autónoma con fuerza de ley corresponde exclusivamente al Tribunal Constitucional.

			Promulgación y publicación

			Las leyes de Andalucía serán promulgadas, en nombre del Rey, por el Presidente de la Junta, el cual ordenará la publicación de las mismas en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía en el plazo de quince días desde su aprobación, así como en el Boletín Oficial del Estado. A efectos de su vigencia regirá la fecha de publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

			Decretos legislativos y Decretos Leyes

			Los Decretos legislativos están regulados en el artículo 109 de la Ley Orgánica 2/2007 de 19 de marzo de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía el cual disponte que el Parlamento podrá delegar en el Consejo de Gobierno la potestad de dictar normas con rango de ley de conformidad con lo previsto en este artículo.

			Están excluidas de la delegación legislativa las siguientes materias:

			
					
a)	Las leyes de reforma del Estatuto de Autonomía.

					
b)	Las leyes del presupuesto de la Comunidad Autónoma.

					
c)	Las leyes que requieran cualquier mayoría cualificada del Parlamento.

					
d)	Las leyes relativas al desarrollo de los derechos y deberes regulados en este Estatuto.

					
e)	Otras leyes en que así se disponga en este Estatuto.

			

			La delegación legislativa para la formación de textos articulados se otorgará mediante una ley de bases que fijará, al menos, su objeto y alcance, los principios y criterios que hayan de seguirse en su ejercicio y el plazo de ejercicio. En su caso, podrá establecer fórmulas adicionales de control.

			La delegación legislativa se agota por el uso que de ella haga el Gobierno mediante la publicación de la norma correspondiente. No podrá entenderse concedida de modo implícito o por tiempo indeterminado.

			La ley de bases no podrá autorizar, en ningún caso, su propia modificación, ni facultar para dictar normas de carácter retroactivo.

			La delegación legislativa para la refundición de textos articulados se otorgará mediante ley ordinaria, que fijará el contenido de la delegación y especificará si debe formularse un texto único o incluye la regularización y armonización de diferentes textos legales.

			Cuando una proposición de ley o una enmienda fuere contraria a una delegación legislativa en vigor, el Gobierno está facultado para oponerse a su tramitación. En tal supuesto podrá presentarse una proposición de ley para la derogación total o parcial de la ley de delegación.

			Por su parte los Decretos-leyes regulados en el artículo 110 de la Ley Orgánica 2/2007 de 19 de marzo de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía manifiesta que en caso de extraordinaria y urgente necesidad el Consejo de Gobierno podrá dictar medidas legislativas provisionales en forma de decretos-leyes, que no podrán afectar a:

			
					
–	los derechos establecidos en este Estatuto,

					
–	al régimen electoral,

					
–	ni a las instituciones de la Junta de Andalucía. 

					
–	No podrán aprobarse por decreto-ley los presupuestos de Andalucía.

			

			Los decretos-leyes quedarán derogados si en el plazo improrrogable de treinta días subsiguientes a su promulgación no son convalidados expresamente por el Parlamento tras un debate y votación de totalidad. Durante el plazo establecido en este apartado el Parlamento podrá acordar la tramitación de los decretos-leyes como proyectos de ley por el procedimiento de urgencia.

			La Potestad reglamentaria

			Corresponde al Consejo de Gobierno de Andalucía la elaboración de reglamentos generales de las leyes de la Comunidad Autónoma.

			Impacto de género

			En el procedimiento de elaboración de las leyes y disposiciones reglamentarias de la Comunidad Autónoma se tendrá en cuenta el impacto por razón de género del contenido de las mismas.

		

		
			

		

	
		
			Tema 3

			Organización sanitaria (I). Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad: principios generales; competencias de las Administraciones Públicas; organización general del Sistema Sanitario Público. Ley 2/1998, de 15 de junio, de Salud de Andalucía: objeto, principios y alcance; derechos y deberes de los ciudadanos respecto de los servicios sanitarios en Andalucía; efectividad de los derechos y deberes. Plan Andaluz de Salud: compromisos

			Índice esquemático

			
					
1.	Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad: principios generales; competencias de las Administraciones Públicas; organización general del Sistema Sanitario Público


					
1.1.Principios generales

					
1.2.Competencias de las Administraciones Públicas

					
1.3.Organización General del Sistema Sanitario Público

					
2.	Ley 2/1998, de 15 de junio, de Salud de Andalucía: objeto, principios y alcance; derechos y deberes de los ciudadanos respecto de los Servicios Sanitarios en Andalucía; efectividad de los derechos y deberes


					
2.1.Objeto, principios y alcance

					
2.2.Derechos y deberes de los ciudadanos respecto de los servicios sanitarios en Andalucía

					
2.3.Efectividad de los derechos y deberes

					
3.	Plan Andaluz de Salud: compromisos


					
3.1.Los Planes de Salud en Andalucía

					
3.2.Compromisos, Metas y Objetivos

			

			 

			 

			1. Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad: principios generales; competencias de las Administraciones Públicas; organización general del Sistema Sanitario Público

			1.1. Principios generales

			1.1.1. El derecho a la protección de la salud

			La Ley General de Sanidad tiene por objeto la regulación general de todas las acciones que permitan hacer efectivo el derecho a la protección de la salud reconocido en el artículo 43 y concordantes de la Constitución.

			Son titulares del derecho a la protección de la salud y a la atención sanitaria todos los españoles y los ciudadanos extranjeros que tengan establecida su residencia en el territorio nacional.

			Los extranjeros no residentes en España, así como los españoles fuera del territorio nacional, tendrán garantizado tal derecho en la forma que las leyes y convenios internacionales establezcan.

			Para el ejercicio de los derechos que la Ley General de Sanidad establece están legitimadas, tanto en la vía administrativa como jurisdiccional, todos los españoles y los ciudadanos extranjeros que tengan establecida su residencia en el territorio nacional.

			La Ley General de Sanidad tendrá la condición de norma básica en el sentido previsto en el artículo 149.1.16 de la Constitución y será de aplicación a todo el territorio del Estado, excepto el artículo 31, apartado 1, letras b) y c), referentes al personal de las administraciones públicas que realice funciones de inspección, y los artículos 57 a 69, relativos a las Áreas de Salud, que constituirán derecho supletorio en aquellas Comunidades Autónomas que hayan dictado normas aplicables a la materia que en dichos preceptos se regula.

			Las Comunidades Autónomas podrán dictar normas de desarrollo y complementarias de la Ley General de Sanidad en el ejercicio de las competencias que les atribuyen los correspondientes Estatutos de Autonomía.

			1.1.2. Principios generales

			Los medios y actuaciones del sistema sanitario estarán orientados prioritariamente a la promoción de la salud y a la prevención de las enfermedades.

			La asistencia sanitaria pública se extenderá a toda la población española. El acceso y las prestaciones sanitarias se realizarán en condiciones de igualdad efectiva.

			La política de salud estará orientada a la superación de los desequilibrios territoriales y sociales.

			Las políticas, estrategias y programas de salud integrarán activamente en sus objetivos y actuaciones el principio de igualdad entre mujeres y hombres, evitando que, por sus diferencias físicas o por los estereotipos sociales asociados, se produzcan discriminaciones entre ellos en los objetivos y actuaciones sanitarias.

			Tanto el Estado como las Comunidades Autónomas y las demás Administraciones públicas competentes, organizarán y desarrollarán todas las acciones sanitarias referidas al sistema de salud dentro de una concepción integral del sistema sanitario.

			Las Comunidades Autónomas crearán sus Servicios de Salud dentro del marco de la Ley General de Sanidad y de sus respectivos Estatutos de Autonomía.

			Los Servicios Públicos de Salud se organizarán de manera que sea posible articular la participación comunitaria a través de las Corporaciones territoriales correspondientes en la formulación de la política sanitaria y en el control de su ejecución.

			A los efectos de dicha participación se entenderán comprendidas las organizaciones empresariales y sindicales. La representación de cada una de estas organizaciones se fijará atendiendo a criterios de proporcionalidad, según lo dispuesto en el título III de la Ley Orgánica de Libertad Sindical.

			Las actuaciones de las Administraciones Públicas Sanitarias estarán orientadas:

			
					
1.	A la promoción de la salud.

					
2.	A promover el interés individual, familiar y social por la salud mediante la adecuada educación sanitaria de la población.

					
3.	A garantizar que cuantas acciones sanitarias se desarrollen estén dirigidas a la prevención de las enfermedades y no sólo a la curación de las mismas.

					
4.	A garantizar la asistencia sanitaria en todos los casos de pérdida de la salud.


					
5.	A promover las acciones necesarias para la rehabilitación funcional y reinserción social del paciente.

			

			En la ejecución de lo previsto en el párrafo anterior, las Administraciones públicas sanitarias asegurarán la integración del principio de igualdad entre mujeres y hombres, garantizando su igual derecho a la salud.

			Los servicios sanitarios, así como los administrativos, económicos y cualesquiera otros que sean precisos para el funcionamiento del Sistema de Salud, adecuarán su organización y funcionamiento a los principios de eficacia, celeridad, economía y flexibilidad.

			Se considera como actividad fundamental del sistema sanitario la realización de los estudios epidemiológicos necesarios para orientar con mayor eficacia la prevención de los riesgos para la salud, así como la planificación y evaluación sanitaria, debiendo tener como base un sistema organizado de información sanitaria, vigilancia y acción epidemiológica.

			Asimismo, se considera actividad básica del sistema sanitario la que pueda incidir sobre el ámbito propio de la Veterinaria de Salud Pública en relación con el control de higiene, la tecnología y la investigación alimentarias, así como la prevención y lucha contra la zoonosis y las técnicas necesarias para la evitación de riesgos en el hombre debidos a la vida animal o a sus enfermedades.

			Los poderes públicos deberán informar a los usuarios de los servicios del sistema sanitario público, o vinculados a él, de sus derechos y deberes.

			Todos tienen los siguientes derechos con respecto a las distintas administraciones públicas sanitarias:

			
					
1.	Al respeto a su personalidad, dignidad humana e intimidad, sin que pueda ser discriminado por su origen racial o étnico, por razón de género y orientación sexual, de discapacidad o de cualquier otra circunstancia personal o social.


					
2.	A la información sobre los servicios sanitarios a que puede acceder y sobre los requisitos necesarios para su uso. La información deberá efectuarse en formatos adecuados, siguiendo las reglas marcadas por el principio de diseño para todos, de manera que resulten accesibles y comprensibles a las personas con discapacidad.

					
3.	A la confidencialidad de toda la información relacionada con su proceso y con su estancia en instituciones sanitarias públicas y privadas que colaboren con el sistema público.

					
4.	A ser advertido de si los procedimientos de pronóstico, diagnóstico y terapéuticos que se le apliquen pueden ser utilizados en función de un proyecto docente o de investigación, que, en ningún caso, podrá comportar peligro adicional para su salud. En todo caso será imprescindible la previa autorización y por escrito del paciente y la aceptación por parte del médico y de la Dirección del correspondiente Centro Sanitario.

					
5.	…

					
6.	…

					
7.	A que se le asigne un médico, cuyo nombre se le dará a conocer, que será interlocutor principal con el equipo asistencial. En caso de ausencia, otro facultativo del equipo asumirá tal responsabilidad.

					
8.	….

					
9.	….

					
10.	A participar, a través de las instituciones comunitarias, en las actividades sanitarias, en los términos establecidos en esta Ley y en las disposiciones que la desarrollen.

					
11.	…

					
12.	A utilizar las vías de reclamación y de propuesta de sugerencias en los plazos previstos. En uno u otro caso deberá recibir respuesta por escrito en los plazos que reglamentariamente se establezcan.

					
13.	A elegir el médico y los demás sanitarios titulados de acuerdo con las condiciones contempladas en esta Ley, en las disposiciones que se dicten para su desarrollo y en las que regulen el trabajo sanitario en los Centros de Salud.

					
14.	A obtener los medicamentos y productos sanitarios que se consideren necesarios para promover, conservar o restablecer su salud, en los términos que reglamentariamente se establezcan por la Administración del Estado.

					
15.	Respetando el particular régimen económico de cada servicio sanitario, los derechos contemplados en los apartados 1, 3, 4, y 7 serán ejercidos también con respecto a los servicios sanitarios privados.

			

			Respetamos el número de orden establecido en el artículo 10 de la Ley General de Sanidad, significando que los apartados 5, 6, 8, 9 y 11 aparecen sin contenido porque han sido derogados por distintas leyes

			Serán obligaciones de los ciudadanos con las instituciones y organismos del sistema sanitario:

			
					
1.	Cumplir las prescripciones generales de naturaleza sanitaria comunes a toda la población, así como las específicas determinadas por los Servicios Sanitarios.
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ueremos felicitarte por el paso que has dado. Sabemos que

afrontar unas oposiciones es una decision importante, una

tarea que precisa, entre otras cualidades, de grandes dosis
de constancia y determinacion. Pero no solo eso, también es importante
poder contar con ayuda.

La colaboracion es nuestra piedra angular, porque la razén de ser del
cooperativismo esta en la persecucion de un beneficio comUn, aunando
voluntades, afianzando recursos y mejorando la situacién de quienes
forman parte de un mismo proyecto.

Fieles a nuestros principios fundacionales, las cooperativas mantenemos
un compromiso ético en aras de una sociedad mas justa, a través

de valores como la democracia, la transparencia, la responsabilidad
social, la equidad o la solidaridad. Asi como la Igualdad de género, y la
sostenibilidad empresarial y medioambiental, que tienen caracter
transversal al resto de principios.

Porque nosotros mismos hemos adoptado la formula del emprendimiento
cooperativista, apreciamos el valor de contar con el apoyo de quienes
confian en un mismo proyecto. Por eso, en nuestro compromiso con el
empleo, queremos decirte que no estas solo en tu propdsito. Desde este
momento formamos contigo un equipo, y estamos convencidos que, con
los recursos que ponemos a tu disposicion, podras obtener el maximo
provecho al esfuerzo invertido y alcanzar con éxito tus objetivos de empleo.
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